
AMIGABLE COMPOSICIÓN RESPECTO DE
ALGUNOS DESACUERDOS SURGIDOS

ENTRE PARTES ASOCIADAS PARA

EXPLORACIÓN Y EXPLOTACIÓN DE HIDROCARBUROS

Creemos de interés el texto que nos fue suministrado, que contiene la decisión definitiva adoptada dentro de la Mesa de Amigables Componedores constituida para decidir sobre algunos desacuerdos que se presentaron entre Ecopetrol S.A., por una parte, y por la otra BP Exploration Company Colombia Limited, BP Santiago Oil Company y Tepma, relacionados con los contratos de asociación “Santiago de Las Atalayas”, “Tauramena”, “Río Chitamena” y “Piedemonte”.

Por razones del espacio disponible dentro del Boletín Informativo del Colegio, hemos editado (en cuanto a la forma únicamente) el formato original de esta decisión.
MESA DE AMIGABLES COMPONEDORES

DECISIÓN DEFINITIVA SOBRE LOS DESACUERDOS SURGIDOS EN DESARROLLO DE LOS CONTRATOS DE ASOCIACIÓN DE “SANTIAGO DE LAS ATALAYAS”, “TAURAMENA” Y “RIO CHITAMENA”, Y “PIEDEMONTE”, SEGÚN ACUERDOS DE AMIGABLE COMPOSICIÓN DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 2005, CELEBRADOS ENTREECOPETROL S.A. Y BP EXPLORATION COMPANY – COLOMBIA - LIMITED, BP SANTIAGO OIL COMPANY Y TEPMA

Bogotá, veinticuatro (24) de enero de dos mil seis (2006).

Agotado el trámite previsto en los Acuerdos de Amigable Composición suscritos entre las partes y dentro de la oportunidad prevista para el efecto, procede la Mesa de Amigables Componedores integrada por los doctores MARGARITA RICAURTE DE BEJARANO –designada como coordinadora del panel-, JUAN PABLO CARDENAS MEJIA y ALEJANDRO VENEGAS FRANCO, con la Secretaría del doctor HERNANDO HERRERA MERCADO, a dictar decisión definitiva que pone fin a este trámite y que resuelve sobre los Desacuerdos surgidos en desarrollo de los Contratos de Asociación de “SANTIAGO DE LAS ATALAYAS”, “TAURAMENA” y “RIO CHITAMENA”, y “PIEDEMONTE”.
I N D I C E

(Por razones de espacio se prescinde de transcribirlo)
I. ASPECTOS GENERALES.-

1. ANTECEDENTES:

PARTES: 

· ECOPETROL S.A., en adelante Ecopetrol, entidad descentralizada por servicios, del orden nacional, organizada de conformidad con el Decreto Ley 1760 del 7 de julio de 2003, como Sociedad Pública por Acciones, vinculada al Ministerio de Minas y Energía, con domicilio principal en Bogotá, D.C., regida por sus estatutos protocolizados mediante Escritura Pública No. 2931 del 7 de julio de 2003, otorgada en la Notaría Segunda (2ª) del Círculo Notarial de Bogotá, D.C., reformados mediante Escritura Pública No. 5310 del 19 de noviembre de 2003, otorgada en la Notaría Segunda (2ª) del Círculo Notarial de Bogotá, D.C. 

· BP EXPLORATION COMPANY -COLOMBIA- LIMITED, en adelante BPXC, 
· sociedad organizada y existente de conformidad con las leyes de Inglaterra, 
· con sucursal debidamente establecida en Colombia por medio de la Escritura Pública No. 3775 del 30 de octubre de 1959, de la Notaría Primera de  Bogotá D.C., registrada en la Cámara de Comercio de Bogotá D.C. 

· BP SANTIAGO OIL COMPANY (antes TRITON COLOMBIA, INC.), sociedad organizada y existente de conformidad con las leyes de Delaware, Estados Unidos de América, con sucursal debidamente establecida en Colombia por medio de la Escritura Pública No. 2979 de 8 de julio de 1982, de la Notaría Sexta de  Bogotá D.C., registrada en la Cámara de Comercio de Bogotá D.C.

· TEPMA (antes Total Exploratie EN Produktie Maatschappij B.V.), sociedad organizada y existente de conformidad con las leyes de Holanda, con sucursal debidamente establecida en Colombia por medio de la Escritura Pública No. 600 de 11 de marzo de 1987, de la Notaría Once de  Bogotá D.C., registrada en la Cámara de Comercio de Bogotá D.C. 

1.2. CONTROVERSIA PLANTEADA: 

El presente trámite se surte por medio de una Amigable Composición en virtud de los “ACUERDOS DE AMIGABLE COMPOSICIÓN” de fecha 21 de Octubre de 2005, celebrados entre Ecopetrol y BPXC, BP SANTIAGO OIL COMPANY y TEPMA, siendo el origen de las controversias respectivamente el que a continuación se trae a colación: 

1.2.1. CONTRATO DE ASOCIACIÓN DE “PIEDEMONTE”:

1. Ecopetrol y BPXC celebraron el Contrato de Asociación “Piedemonte”, según consta en la  escritura pública No. 0983 de 26 de junio de 1992 de la Notaría 46 del Círculo de Bogotá.

2. Como parte de los procesos de Auditoría adelantados por Ecopetrol al manejo de las cuentas conjuntas, esta Empresa presentó varias glosas respecto de unos Costos Directos de Exploración de los pozos Pauto Sur B1, Floreña A1 y Floreña C3, perforados por BPXC en desarrollo de la fase exploratoria del Contrato de Asociación Piedemonte. 

3. Con el fin de resolver las citadas glosas, las Partes sostuvieron múltiples reuniones de aclaración, en las cuales BPXC entregó información adicional que sirvió de soporte para intentar dirimir cada uno de los conceptos y valores en discusión.

4. En la reunión del Comité Ejecutivo Decimosexto de la Asociación Piedemonte, realizada el 18 de noviembre de 2003, los representantes de las Partes dirimieron algunas de las diferencias y llegaron a acuerdos parciales respecto de otras, según consta en el acta que da cuenta de la citada reunión.  Igualmente en el acta las Partes dejaron consignadas sus posiciones respecto de cada uno de los siguientes “Desacuerdos”: 

4.1.
Costos de Stand by del pozo Pauto 1 cargados al Pozo Pauto Sur B1 por valor de US $ 4.996.873 (US $3.444.575 por concepto de costos de servicio de taladro y US $ 1.552.298 por otros gastos). 

4.2.
Costos de Stand By en el pozo Floreña C3 derivados de  la medida de suspensión que profirió Corporinoquia por valor de US $ 1.616.936. 

4.3.
Costos por concepto de control ambiental para el Pozo Floreña C3 por un valor de US $ 2.506.804 y costos de control ambiental observados en Auditoría complementaria 2003 para el pozo Floreña C3 y Pauto Sur B1, por un valor de US $ 641.826 (US $248.541 del pozo Pauto 1 y US $393.285 del pozo Floreña C 3). 

4.4.
Costos de Transferencia Tecnológica observados en la Auditoría complementaria 2003 para el pozo Floreña C3, por la suma de US $ 13.700. 

En consecuencia, el valor de las glosas elevadas a “Desacuerdos”, relacionadas con los costos de perforación de los pozos Pauto 1 y Floreña C 3 en la Etapa de Exploración a cargar o no a la Cuenta Conjunta del Contrato de Asociación “Piedemonte”, y a rembolsar o no por Ecopetrol a BPXC proporcionalmente a su participación en el referido contrato, asciende a la suma de US $ 9.776.139.

5. BPXC manifestó que desistía definitivamente de reclamar a Ecopetrol la suma correspondiente a US $ 81.853 por concepto de Allocations Bill-Exp y a US $ 300.727 por concepto de actividades ambientales y manejo de relaciones con la comunidad. Es decir que desiste de cargar a la Cuenta Conjunta la suma de $ US 382.580
6. Los anteriores “Desacuerdos” se sometieron a consideración de los más altos directivos  de las Partes, de conformidad con lo previsto en la cláusula 20 de cada uno de los Contratos de Asociación y agotada esta instancia sin haberse llegado a un acuerdo en los términos de las mismas cláusulas de los citados Contratos de Asociación, BPXC y Ecopetrol convinieron en someter la solución de los Desacuerdos al mecanismo legal de la Amigable Composición; 

7. Igualmente en sesión del Comité de Defensa Judicial y Conciliación de Ecopetrol del 17 de noviembre de 2004, se impartió aprobación para resolver los Desacuerdos con BPXC a través del mecanismo alternativo de solución de conflictos denominado “Amigable Composición”;

8. Asimismo la Junta Directiva de Ecopetrol, en sesión del 25 de noviembre de 2004 (Acta No. 029), aprobó la modificación del contrato de Asociación “Piedemonte”, a efecto de que los Desacuerdos se resolvieran a través de una Amigable Composición;

9. Por su parte la Agencia Nacional de Hidrocarburos, mediante Acuerdo No. 017 del 2 de mayo de 2005, autorizó la modificación del “Contrato de Asociación”, a afecto de permitir que los Desacuerdos se dirimieran mediante la alternativa de resolución de conflictos de la Amigable Composición;

10. En consecuencia de lo anterior, las Partes decidieron celebrar Acuerdo para modificar transitoriamente las cláusulas que regulan la solución de diferencias del Contrato de Asociación mencionado y establecer los términos y condiciones de la Amigable Composición para dirimir los Desacuerdos que se han referenciado.

11. El objeto del Acuerdo de Amigable Composición fue modificar en cuanto a los Desacuerdos y únicamente para la solución de los mismos, las cláusulas de solución de diferencias y Desacuerdos de los Contratos de Asociación
 para someter al mecanismo alternativo de solución de controversias de Amigable Composición la solución de los Desacuerdos que se han presentado las partes con ocasión de la ejecución de los Contratos de Asociación que no pudieron resolverse en los términos previstos en las cláusulas de solución de controversias previstas en los mismos.

1.2.2. CONTRATOS DE ASOCIACIÓN DE “SANTIAGO DE LAS ATALAYAS”, “TAURAMENA” Y “RIO CHITAMENA”:

1. Ecopetrol, BPXC, BP SANTIAGO OIL COMPANY y TEPMA suscribieron los Contratos de Asociación “Santiago de las Atalayas”, “Tauramena” y “Río Chitamena” protocolizados mediante las escrituras públicas números 1867 del 11 de junio de 1982 de la Notaría 18 del Círculo de Bogotá; 2041 del 17 de junio de 1988 de la Notaría Cuarenta y Uno del Círculo de Bogotá D.C., y 3356 del 7 de diciembre de 1990 de la Notaría 11 del Circulo de Bogotá D.C., respectivamente, contratos en los cuales BPXC actúa, también, como Operador.

2. Como parte de los procesos de Auditoría adelantados por Ecopetrol al manejo de las cuentas conjuntas, esta Empresa presentó varias glosas respecto de unos costos de operación de los Contratos de Asociación “Santiago de las Atalayas”, “Tauramena” y “Río Chitamena”.  

3. Con el fin de resolver las citadas glosas, las Partes sostuvieron múltiples reuniones de aclaración, en las cuales BPXC entregó información adicional que sirvió de soporte para intentar dirimir cada uno de los conceptos y valores en discusión.

4. En las reuniones de los Comités Ejecutivo Quincuagésimo Octavo de la Asociación “Santiago de las Atalayas”, Quincuagésimo Quinto de la Asociación “Tauramena” y Quincuagésimo Primero de la Asociación “Río Chitamena,” realizadas el 26 de marzo de 2004, los representantes de las Partes elevaron a desacuerdo las siguientes glosas planteadas por la Auditoría practicada por Ecopetrol en el 2002: 

4.1.
Soporte casa matriz para el proyecto denominado “transformando la base”, por un valor de US $ 324.000. 

4.2.
Mayores costos en los Multiciclones por un valor de US $ 789.000. 

4.3.
Cargos tardíos o extemporáneos vigencias anteriores por un valor de US $ 3.722.997. 

Entonces, el valor de las glosas elevadas a “Desacuerdos”, relacionadas con los costos de operación a cargar o no a la Cuenta Conjunta de los Contratos de Asociación “Santiago de las Atalayas”, “Tauramena” y “Río Chitamena”, y a pagar o no por Ecopetrol a BPXC, BP SANTIAGO OIL COMPANY y TEPMA proporcionalmente a su participación en el referido contrato, asciende a la suma de US $4.835.997. 

5. Los anteriores Desacuerdos se sometieron a consideración de los más altos directivos  de las Partes, de conformidad con lo previsto en la cláusula 20 de cada uno de los Contratos de Asociación y agotada esta instancia sin haberse llegado a un acuerdo en los términos de las mismas cláusulas de los citados Contratos de Asociación, BPXC, BP SANTIAGO OIL COMPANY y TEPMA y Ecopetrol convinieron someter la solución de los Desacuerdos al mecanismo legal de la Amigable Composición; 

6. Igualmente, en sesión del Comité de Defensa Judicial y Conciliación de Ecopetrol del 17 de noviembre de 2004, se impartió aprobación para resolver los Desacuerdos a través del mecanismo alternativo de solución de conflictos denominado “Amigable Composición”;

7. Asimismo la Junta Directiva de Ecopetrol, en sesión del 25 de noviembre de 2004 (Acta No. 029), aprobó la modificación de los contratos de Asociación “Santiago de las Atalayas”, “Tauramena” y “Río Chitamena” a efecto de que los Desacuerdos se resolvieran a través de una Amigable Composición;

8. De igual forma la Agencia Nacional de Hidrocarburos, mediante Acuerdo No. 017 del 2 de mayo de 2005, autorizó la modificación de los “Contratos de Asociación”, a afecto de permitir que los Desacuerdos se diriman mediante la alternativa de resolución de conflictos denominada Amigable Composición; 

9. En consecuencia de lo anterior, las Partes decidieron celebrar un Acuerdo para modificar transitoriamente las cláusulas que regulan la solución de diferencias de los Contratos de Asociación mencionados y establecer los términos y condiciones de la Amigable Composición, para dirimir los Desacuerdos que se han referenciado.

10. El objeto del Acuerdo de Amigable Composición fue el de modificar en cuanto a los Desacuerdos y únicamente para la solución de los mismos, las cláusulas de solución de diferencias y Desacuerdos de los Contratos de Asociación
 para someterlos al mecanismo alternativo de solución de controversias de Amigable Composición.

2. PROCEDIMIENTO SURTIDO SEGÚN LO SEÑALADO EN LOS ACUERDOS DE AMIGABLE COMPOSICIÓN:

Debe anticiparse que el presente trámite se ha surtido de conformidad con los Acuerdos de Amigable Composición mencionados. Así las cosas, se verificaron la realización de las siguientes reglas y procedimientos previstos contractualmente por las partes: 

A) AUDIENCIA DE INSTALACIÒN: 

1. La instalación de la Mesa de Amigable Composición convenida entre las partes para solucionar  sus “Desacuerdos”, se llevó a cabo en la ciudad de Bogotá D.C., a las 7:00 p.m. de los diez días del mes de noviembre de 2005 (según consta en respectivas Actas de Instalación).

2. Igualmente, en dicha diligencia se hicieron presentes la Doctora MARGARITA RICAURTE DE BEJARANO y los Doctores JUAN PABLO CARDENAS MEJIA y ALEJANDRO VENEGAS FRANCO, Amigables Componedores, así como el Doctor HERNANDO HERRERA MERCADO, Secretario de la Mesa de Amigables Componedores conformada, todos ellos designados por las Partes de común acuerdo, según obra en los Acuerdos de Amigable Composición celebrados entre ellas el 21 de octubre de 2005
. 

3. Acto seguido, las Partes realizaron la entrega formal y material a cada uno de los Amigables Componedores y al Secretario de los respectivos Acuerdos de Amigable Composición que determinan las consideraciones, objeto, alcance, reglas y procedimiento que rigen el mecanismo de solución de Desacuerdos. Igualmente, luego de efectuada la entrega del citado documento, los Amigables Componedores manifestaron darse por enterados del contenido de los Acuerdos de Amigable Composición celebrados entre las Partes el 21 de Octubre de 2005 y expresaron su consentimiento, aceptando regirse por las condiciones allí estipuladas.

4. Asimismo para dar cumplimiento al procedimiento convenido, los Amigables Componedores fijaron como sede de la Amigable Composición y secretaría las oficinas del Secretario del panel de amigables componedores, ubicadas en la Calle 100 No. 8 A 49 – Torre B – Oficina 515. 

B) SURTIMIENTO DE LA PRIMERA ETAPA DEL PROCEDIMIENTO CONVENIDO POR LAS PARTES: 

De conformidad con el contenido de los Acuerdos de Amigable Composición se verificó el adelantamiento de los siguientes actos, dando por entero cumplimiento al procedimiento convenido por las partes en la cláusula sexta de los documentos mencionados y estando dentro de las oportunidades contractuales establecidas para ello.

1. Oportunamente las Partes, mediante apoderados debidamente constituidos, presentaron simultáneamente y dentro de los siete (7) días hábiles siguientes a la instalación de la Mesa de Amigable Composición e iniciación del procedimiento, en el lugar designado por los Amigables Componedores como sede de la Amigable Composición y de su Secretaría, los escritos contentivos de las argumentaciones con las que sustentaron la posición de cada una de ellas. 

 Asimismo, en acatamiento del término contractual contemplado en el Acuerdo de Amigable Composición, al día hábil siguiente a la recepción de los documentos, veintitrés (23) de noviembre del año dos mil cinco (2005), se surtió traslado de los escritos y anexos recibidos a las Partes mediante auto suscrito por la Mesa.

2. Igualmente, amen de lo previsto en los Acuerdos, cada parte se pronunció respecto de la posición y argumentos expresados por la otra en el término conferido para tal fin, es decir, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al día de traslado (según consta en Acta de fecha dos de diciembre del dos mil cinco de la Mesa de Amigable Composición).

B) SURTIMIENTO DE LA SEGUNDA ETAPA DEL PROCEDIMIENTO CONVENIDO POR LAS PARTES: 

De conformidad con el contenido de los Acuerdos de Amigable Composición se verificó el adelantamiento de los siguientes actos, dando por entero cumplimiento al procedimiento convenido por las partes en la cláusula sexta de los documentos mencionados y estando dentro de las oportunidades contractuales establecidas para ello.  

1. En primera instancia la Mesa de Amigable Composición procedió a convocar a las partes a una reunión que se llevó a cabo el 28 de noviembre de 2005, con la finalidad de manifestarles que en los escritos presentados el día 22 de noviembre de 2005, se encontraron algunos puntos en los cuales no sólo se observaron desacuerdos de derecho, sino que se plantearon diferencias en cuanto a los hechos mismos, tema que a juicio de los Amigables Componedores merecía una aclaración, pues dados los plazos previstos en los Acuerdos suscritos por las partes, no sería viable decretar pruebas periciales para definir los hechos. En consecuencia de lo anterior las partes radicaron ante la Secretara del Panel sendos documentos en los cuales precisaron algunos aspectos.

2. Dentro del plazo previsto para ello en el Acuerdo de Amigable Composición, la Mesa solicitó a las partes Informes de Aclaraciones en torno a sus pronunciamientos (según consta en Acta de fecha dos de diciembre del dos mil cinco). Igualmente, de la respectiva respuesta y sus anexos se hizo llegar copia a la otra Parte.

3. Mediante Auto de fecha trece de diciembre del año dos mil cinco y en consonancia con la cláusula sexta del Acuerdo de Amigable Composición, la Mesa de Amigables Componedores resolvió asesorarse de un experto en materia técnico-contable, a fin de complementar su análisis en los asuntos objeto de su decisión. 
4. Igualmente antes de proceder a designar al asesor experto contable, la Mesa previamente puso en consideración de las partes el nombre del doctor Manuel Tibaquira N., con la finalidad de que si a bien lo tuvieran éstas se pronunciaran al respecto. Una vez surtidas las consultas correspondientes, las partes por medio de sus apoderados y en virtud de comunicaciones recibidas vía Internet en SecretarÍa -ambas de fecha 12 de diciembre del 2005-, expresaron no tener reparo alguno en cuanto al nombre del asesor contable puesto de presente. Así las cosas, la Mesa de Amigables Componedores procedió a designar como asesor experto al Dr. Manuel Tibaquira N.

5. Mediante escrito del 16 de diciembre de 2005 el Panel solicitó a las Partes la prórroga del término de esta Etapa, por un término adicional de treinta (30) días hábiles, con la finalidad de que se pudiera poner debidamente a disposición del asesor contable la documentación requerida para la expedición de su concepto. A lo cual las Partes accedieron de común acuerdo según consta en comunicación de fecha 19 de diciembre de 2.005. Igualmente en el mismo Auto de fecha 16 diciembre de 2005 y ante requerimiento sobre el particular presentado por el apoderado de Ecopetrol, el Panel manifestó el alcance del estudio de la documentación a cargo del asesor técnico-contable. 

6. En el término establecido para ello, el asesor técnico contable designado en el presente trámite, presentó concepto del 13 de  enero de 2006, mediante el cual absolvió las preguntas formuladas por el Panel en su oportunidad. De conformidad con lo anterior, el Panel dispusó mediante Auto de fecha 16 de enero del 2006, poner en conocimiento de las partes el concepto del doctor Manuel Tibaquirá N. para que, si lo consideraban procedente, se pronunciaran sobre el mismo dentro de los tres (3) días hábiles siguientes.

7. De igual forma, en virtud de oficio del 19 de enero de 2006 presentado por el apoderado de Ecopetrol solicitando transmitirle al asesor contable tres preguntas adicionales, con la finalidad de dar alcance a su concepto, el Panel determinó poner en conocimiento del Asesor dichas interrogantes adicionales, que fueron resueltas mediante oficio de enero 20 de 2006.  

8. Con base en lo anterior y el total cumplimiento y agotamiento de las diligencias previas previstas en los Acuerdos de Amigable Composición para el efecto, el Panel de Amigables Componedores procedió a notificar a las Partes y al Representante del Ministerio Público la fecha señalada para la expedición de la decisión final, mediante Audiencia que fue programada llevarse a cabo el día 24 de enero del 2006 a las 4:00 p.m., en la sede del Centro de Amigable Composición de la Cámara Colombiana de la Infraestructura.  

9. En fecha prevista para la celebración de la Audiencia donde se proferiría la decisión definitiva, fue recibida comunicación por parte del Agente Especial de la Procuraduría asignado al caso con la finalidad de solicitar: “abstenerse de adoptar la decisión definitiva programada para el día de hoy y, en segundo término, establecer un plazo de 10 días hábiles, contados a partir de la entrega del expediente, para que el Ministerio Público emita su concepto jurídico de fondo sobre las discrepancias contractuales y, en virtud de ello, defienda con su intervención la totalidad de los valores constitucionales o algunos de ellos, según sean sus conclusiones. De no concederse este término y la posibilidad de que el Ministerio Público pueda conceptuar de fondo, se les solicita expresamente que expongan las consideraciones de hecho y de derecho que, en su eventual criterio, impidan la participación objetiva y material del representante de la sociedad en el trámite de la referencia, con el fin de generar un antecedente que marque derroteros en la intervención del representante de la sociedad en este mecanismo alternativo de solución de controversias.” 

10. De la manifestación expresada por el señor Procurador Especial el Panel dio oportuno traslado a las partes, quienes al respecto manifestaron lo siguiente -según consta en Auto de fecha 24 de enero de 2006 expedido por el Panel de Amigable Composición-: “En primer lugar registraron con complacencia la posibilidad de que el Ministerio Público intervenga en el presente caso señalando sin embargo que el término previsto en el Acuerdo de Amigable Composición ya fue prorrogado por una vez a partir del 19 de diciembre de 2005 y teniendo en cuenta que dicho acuerdo solo autoriza la prorroga por una vez, el término previsto para adoptar la decisión definitiva vence el 31 de Enero de 2006. 

“En segundo lugar, destacan que dada la inminencia de la expiración del plazo no les es posible obtener oportunamente las autorizaciones necesarias para modificarlo en procura de su extensión. 

“De igual forma destacan la manifestación del agente de la Procuraduría en el sentido de expresar que: “el Ministerio Público ha hecho el seguimiento correspondiente del trámite contractual, frente a lo cual se resalta, desde ahora, el estricto y cabal cumplimiento por parte del Panel de Amigables Componedores frente a los términos establecidos en el acuerdo.”

“Y finalmente las partes resaltan que el señor Agente del Ministerio Público tuvo a su disposición el expediente y todas las decisiones que han sido proferidas por el Panel de Amigables Componedores desde 28 de noviembre de 2005, fecha en la que fue designado por el señor Procurador General de la Nación. 

11. Teniendo en cuenta las consideraciones de las Partes y la evidente “imposibilidad jurídica” de conceder el término de diez días solicitado por el señor Procurador Delegado, dada la fecha de expiración del término de competencia temporal conferido por las Partes en el acuerdo de Amigable Composición, y su aludida manifestación en el sentido de expresar que en las actuales condiciones no era viable la prórroga, el Panel de Amigables Componedores procedió a acoger la proposición del señor Procurador Especial concediendo el término máximo posible para la intervención solicitada, hasta el día jueves 26 de enero de 2006. En consecuencia, el Panel decidió posponer hasta el día 27 de enero de 2006 a las 5:00 p.m., la fecha prevista para la expedición de la decisión definitiva. 

C) SURTIMIENTO DE LA TERCERA ETAPA DEL PROCEDIMIENTO CONVENIDO POR LAS PARTES: 

Concluidas debida y oportunamente la Primera y Segunda Etapa en los términos previstos para ello y habiéndose adelantado el total de las actuaciones establecidas en los Acuerdos de Amigable Composición suscritos por las partes, los Amigables Componedores proceden a expedir decisión definitiva sobre los Desacuerdos mediante el presente documento. 

3. INFORMACIÓN A LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN:

De conformidad con el respectivo Acuerdo de Amigable Composición celebrado entre las Partes y en particular con el parágrafo de su cláusula séptima, la Mesa de Amigables Componedores dispuso “enterar al Ministerio Público del desarrollo” de la presente Amigable Composición (según consta en las Actas de Instalaciones).

En consecuencia, debidamente instalada la Mesa de Amigables Componedores, se notificó al Ministerio Público sobre el asunto, mediante comunicación de Secretaría de fecha 15 de  noviembre de 2005 dirigida al Doctor ROBERTO SERRATO, Coordinador Procuradores Judiciales de la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, manifestando a dicho organismo el objeto del trámite referido a la resolución de los Desacuerdos surgidos en desarrollo de los Contratos de Asociación de “SANTIAGO DE LAS ATALAYAS”, “TAURAMENA” y “RIO CHITAMENA”, y “PIEDEMONTE”, sus antecedentes, la conformación de la Mesa de Amigables Componedores y la sede de la Amigable Composición y de su Secretaría. 

En respuesta a lo anterior se recibió por parte del Panel comunicación suscrita por el señor Procurador General de la Nación, doctor EDGARDO MAYA VILLAZON, en el sentido de designar al doctor HUBERTO JOSÉ MEZA ARMENTA, Procurador Primero Judicial II para asuntos Administrativos de Bogotá, para que interviniera como Agente Especial del Ministerio Público en el trámite de la Amigable Composición en tratativas.  

Dicha comunicación fue debidamente puesta en conocimiento de las partes, e igualmente  se procedió a dejar constancia en el trámite de la designación surtida, mediante Acta de fecha dos de diciembre del dos mil cinco, con ocasión de sesión celebrada con las partes y a la cual tuvo ocasión también de asistir el Agente Especial delegado. 

De igual forma y según obra en las Actas del trámite, de todas las actuaciones surtidas en el curso de la presente de Amigable Composición se remitió oportunamente copia al señor Procurador designado.  

4. LA AMIGABLE COMPOSICIÓN.-

A) Consideraciones generales:

El artículo 68 de la ley 80 de 1993 impone a las entidades a que se refiere el artículo 2º de la misma ley y a los contratistas buscar solucionar en forma ágil, rápida y directa las diferencias y discrepancias surgidas de la actividad contractual. Para tal efecto, prevé la aplicación de “los mecanismos de solución de controversias contractuales previstos en esta ley y a la conciliación, amigable composición y transacción”. Ello con el propósito claramente reflejado en la exposición de motivos del proyecto de ley, de establecer “una serie de mecanismos ágiles sencillos, claros que se orientan a que las partes contratantes solucionen directamente los problemas no litigiosos y las diferencias y discrepancias surgidos en la actividad contractual, evitando en lo posible las vías judiciales”. Se agregó en dicha exposición de motivos que “…el proyecto contempla que sean prioritariamente las partes las que las solucionen directamente a través de mecanismos tales como la transacción, la conciliación, el arbitramento, etc.” 

De esta manera, el legislador reconoció la amigable composición como un instrumento que las entidades estatales podían emplear para solucionar sus discrepancias con los contratistas.  Lo anterior, además, en desarrollo de principios que derivan de la propia Constitución Política, pues la Corte Constitucional ha señalado que “el arbitramento, como la conciliación o la amigable composición han de entenderse como institutos a los que el Constituyente les reconoció una función fundamental dentro de la administración de justicia”, cuyo fundamento se encuentra no sólo en el artículo 116 de la Constitución Política sino también en otros principios y valores constitucionales
. 

Ahora bien, la amigable composición se encuentra definida en el artículo 223 del Decreto 1818 de 1998
, cuyo texto corresponde al artículo 130 de la ley 446 de 1998, de la siguiente manera:

"La amigable composición es un mecanismo de solución de conflictos, por medio del cual dos o más particulares delegan en un tercero, denominado amigable componedor, la facultad de precisar, con fuerza vinculante para ellas, el estado, las partes y la forma de cumplimiento de un negocio jurídico particular. El amigable componedor podrá ser singular o plural (artículo 130 Ley 446 de 1998)".

Agrega el artículo 224 del mismo decreto:

"La decisión del amigable componedor producirá los efectos legales relativos a la transacción (artículo 131 Ley 446 de 1998)."

De esta manera, la amigable composición se caracteriza, como lo ha dicho la Corte Constitucional
, por ser “un mecanismo de solución de conflictos de tipo eminentemente contractual, por medio del cual las partes deciden delegar en un tercero, denominado amigable componedor, la facultad de decidir, con fuerza vinculante entre ellas, el estado y la forma de cumplimiento de una relación jurídica sustancial susceptible de transacción”. 

Precisamente la institución jurisdiccional precitada ha manifestado al diferenciar esta figura del arbitraje sus notas distintivas más características de la siguiente forma:  

“La amigable composición es un procedimiento eminentemente contractual; el arbitramento es un procedimiento judicial, aunque tenga fundamento inmediato en un acuerdo de voluntades, que se comprometen a que particulares habilitados por ministerio de la ley ejerzan la función estatal de dirimir un conflicto de intereses generando derogatoria de la jurisdicción estatal, para el caso concreto. Los amigables componedores, por principio, no ejercen función estatal judicial; por el contrario, los árbitros sí, conforme lo establece directamente la Constitución Política (Art. 116). La amigable composición es un mecanismo de autocomposición, los amigables componedores son representantes de las partes contratantes; el arbitramento es mecanismo de heterocomposición. La amigable composición se desarrolla en la forma acordada autónomamente por las partes; por el contrario, el arbitramento en cuanto a su tramitación se halla sujeto a regulación legal específica. La amigable composición concluye en un acuerdo o convención que tiene los efectos de transacción; el arbitramento concluye en laudo que produce los efectos propios de las sentencias judiciales.” 

Desde otro punto de vista vale la pena señalar que como quiera que a través de la amigable composición se faculta a una persona para expresar una voluntad a nombre de las partes en conflicto, el amigable componedor es un mandatario de las partes.

Ahora bien, la ley no exige que el acuerdo para someter una controversia a amigable composición deba reunir determinados requisitos, por lo cual basta que se encuentren presentes los que se exigen para todo acto jurídico, esto es, que haya plena capacidad de las partes, que las mismas consientan, que el acuerdo tenga objeto lícito y que exista causa lícita.

En cuanto al objeto vale la pena en todo caso precisar que la Corte Constitucional señaló en la sentencia ya mencionada
 que “todo tipo de controversias relacionadas con el estado, las partes y la forma de cumplimiento de un negocio jurídico particular, pueden someterse a la amigable composición, en tanto y en cuanto sean susceptibles de transacción, es decir, versen sobre pretensiones de contenido económico y carácter patrimonial”. Pero igualmente aclaró que en materia de contratación estatal, debía aplicarse el mismo límite que la Corte señaló al arbitraje, esto es “la imposibilidad de pronunciarse acerca de la legalidad de los actos administrativos que se profieren al amparo del ejercicio de los poderes exorbitantes de la administración, pues se entiende que esta materia es ajena a cualquier clase de negociación.”

Así mismo, la ley no fija la forma como debe adelantarse la amigable composición, por lo cual son las partes las que pueden determinarlo libremente. 

En todo caso ha advertido la Corte Constitucional que los amigables componedores al escoger los medios para cumplir su cometido deben seleccionar las mejores herramientas para lograr el fin contractual que subyace al negocio jurídico celebrado, “el cual, entratándose de la amigable composición, consiste en la obtención de una solución justa y ecuánime del conflicto planteado, a través del desarrollo neutral de un trámite contractual en el que se asegure la “igualdad de armas” entre las partes en conflicto.” 

Agrega la Corte Constitucional que los principios de buena fe e igualdad consagrados por la Constitución Política deben guiar la ejecución de sus obligaciones por los amigables componedores. En relación con el principio de buena fe señaló la Corte: “Así las cosas, le corresponde al amigable componedor realizar los actos y trámites que resulten necesarios para lograr el cumplimiento honesto y leal de su encargo, entre los cuales, especialmente se destacan los siguientes: oír a las partes, atender sus solicitudes de pruebas, recibir sus escritos, fijar términos razonables para convalidar sus intervenciones, permitirles la realización de descargos, examinar documentos, entrevistar a terceros, contratar estudios técnicos con cargo a las partes en aras de desentrañar el significado legal de un concepto profesional, etc., todo con el objetivo plausible de llegar al convencimiento en torno a la verdad verdadera del asunto litigioso que le permita adoptar una recta solución”. Así mismo, en virtud del principio de igualdad, el amigable componedor debe “otorgarle a ambas partes, las mismas oportunidades de acción y oposición frente al tema controvertido”. 

Finalmente señaló la Corte Constitucional que los centros especializados en el manejo de los mecanismos alternativos de resolución de conflictos, deben someter el adelantamiento de los trámites de la amigable composición como mínimo a tres etapas. “En primer lugar, a una audiencia de apertura, en donde se proclame la autoridad del amigable componedor, se fije el alcance y naturaleza de la disputa, se determine el tiempo de su duración y el de cada una de sus etapas y, además, se inste a las partes para presentar los elementos de juicio que pretendan hacer valer. En segundo término, una etapa de investigación, para identificar y estudiar el problema, examinar documentos, realizar entrevistas con terceros y las partes, y en general, todas las gestiones esenciales para que el amigable componedor se forme su propio juicio. Finalmente, la etapa de decisión, audiencia en la cual se presenta la solución a las partes debidamente firmada por el amigable componedor, y se explica su alcance jurídico”

B) La amigable composición en el caso concreto: 

En el presente caso se observa que el acuerdo de amigable composición fue celebrado por los representantes legales de las partes, quienes por consiguiente, se encuentran facultados para ello. Por otra parte, no se advierte que exista vicio del consentimiento. Así mismo, el acuerdo versa sobre una controversia de carácter patrimonial y por ello claramente transigible. Finalmente, no se advierte ninguna circunstancia que pudiera llevar a considerar que existe causa ilícita.

Por otro lado, el trámite de la amigable composición se ha surtido de conformidad con los “Acuerdos de Amigable Composición” y verificando en cada etapa la realización de las reglas y procedimientos previstos contractualmente por las partes, es decir, dando por entero cumplimiento al procedimiento convenido por ellas en la cláusula sexta de los pactos mencionados y estando dentro de las oportunidades contractuales establecidas para el efecto.

Antes de avocar el conocimiento del asunto la Mesa de Amigables Componedores observó que las partes son personas jurídicas cuya existencia y representación están debidamente acreditadas; que todas comparecen al trámite apoderadas por abogados inscritos cuyos documentos de mandato han sido examinados; que está debidamente acreditada la existencia de los Acuerdos de Amigable Composición, y que los suscritos Amigables Componedores y el Secretario aceptaron oportunamente y asumieron su encargo en virtud de los Acuerdos de Amigable Composición citados. 

Igualmente el trámite se ha surtido de conformidad con las reglas previstas por las partes en sus Acuerdos de Amigable Composición. 

Así las cosas, la Mesa de Amigables Componedores se encuentra plenamente habilitada para entrar a resolver sobre los Desacuerdos surgidos en desarrollo de los Contratos de Asociación de “SANTIAGO DE LAS ATALAYAS”, “TAURAMENA” y “RIO CHITAMENA”, y “PIEDEMONTE”.

Por tanto, el Panel procede a expedir la presente decisión definitiva en los términos de su delegación y de conformidad con las características que la Cláusula Tercera de los Acuerdos de Amigable Composición le atribuyen, en derecho y constando por escrito, con carácter vinculante para las partes, con los efectos de una transacción y, por lo tanto, haciendo tránsito a cosa juzgada. 

Estando acreditados los presupuestos necesarios para adoptar la presente decisión, proceden a ello los amigables componedores de la siguiente manera.
5. EL CONTRATO DE ASOCIACIÓN DE HIDROCARBUROS:

A) Definición:

El contrato de asociación petrolera en Colombia se deriva de la figura contractual del joint venture o contrato de riesgo compartido, en virtud del cual dos o más personas se asocian o reúnen, sin constituir una nueva persona jurídica, para realizar una actividad de riesgo como lo es la exploración y explotación de hidrocarburos, y compartir sus beneficios.

Al decir de la Corte Constitucional
 éste contrato: 

“es un instrumento dirigido a vincular capital y tecnología nacional y extranjera en el proyecto de búsqueda y explotación del petróleo, que permite con cierta efectividad captar la atención de los inversionistas, al compensar el riesgo asumido por el asociado y ofrecer condiciones favorables de negociación. Encuentra su origen en el “joint venture”
 (aventura común), institución propia del derecho anglosajón, la cual se puede concebir como una asociación de dos o más personas para realizar una empresa que implica un determinado riesgo (venture), en la cual combinan esfuerzos para perseguir un beneficio común, sin crear una sociedad.

 

“Un aspecto notable de la relación que surge en virtud del “joint venture” y que irradia el contrato de asociación, consiste en que la ejecución de la actividad es conjunta y, en consecuencia, los contratantes actúan como verdaderos socios, así no se constituya una sociedad como tal. Esto se justifica en la medida en que las actividades propias de la industria petrolera comportan un riesgo tal, que exige establecer condiciones favorables de negociación para mitigarlo. En efecto, las condiciones de explotación y comercialidad del petróleo son inciertas, por lo que la asociación constituye un instrumento idóneo para asumir el riesgo generado por esa incertidumbre, así como para repartir las utilidades en un momento futuro, en caso de obtener resultados positivos. 

“Según lo anterior, el objeto del contrato de asociación consiste en la ejecución conjunta de actividades propias de la industria petrolera y la consecuente repartición de los costos y riesgos de los mismos en la proporción pactada por las partes contratantes. Así mismo, en virtud de este contrato las partes pueden convenir que los hidrocarburos producidos pertenecerán a cada parte contratante en las proporciones estipuladas en el mismo. 

 

“El contrato bajo análisis es en esencia de riesgo en la etapa exploratoria y de operación conjunta en su fase de desarrollo. Para explicar mejor esta característica, es pertinente analizar brevemente el proceso que sigue la ejecución del mismo, el cual se puede sintetizar así: 

 

“Durante el período de exploración, la empresa asociada asume todos los costos y riesgos de dicha actividad, por lo que radica en cabeza suya el control total y exclusivo de la misma. La asociada entonces, invierte recursos económicos, técnicos y humanos propios en las operaciones de búsqueda del crudo, sin tener certeza de encontrarlo o de que el hallado sea comercializable. Es pues una fase de riesgo dentro de la ejecución del contrato, ya que en el evento de que no se halle el recurso o de que el pozo encontrado no resulte explotable, la asociada asume en forma individual las pérdidas por los gastos e inversiones incurridas; pero si por el contrario, la exploración resulta positiva y la persona o empresa contratante acepta la comercialidad del yacimiento, esta última le reembolsa a la asociada un porcentaje determinado, por lo general el 50%, de los costos e inversiones en que incurrió hasta ese momento. A partir de ahí se inicia la operación conjunta donde, como su nombre lo indica, los costos y riesgos para obtener éxito en la actividad corren por cuenta de ambas partes, es decir, éstas comparten los costos pasados y futuros, de acuerdo con las proporciones pactadas en el contrato. Finalmente, la fase de distribución de los beneficios obtenidos con la producción, también está sujeta a la voluntad de las partes contratantes”  

“Como se puede deducir de lo hasta aquí expuesto, la persona natural o jurídica dedicada a las actividades propias de la industria del petróleo, no actúa como beneficiaria dentro de la relación jurídica establecida en virtud de un contrato de asociación, más bien adquiere una condición que se asimila a la de un socio ya que asume, de manera conjunta con su cocontratante, los riesgos y costos de la empresa desarrollada.”
B) Normas que lo rigen:

En el caso que nos ocupa, es necesario determinar la legislación vigente al momento de su celebración
 para así definir las normas que rigen los contratos de Asociación sometidos al Panel de Amigables Componedores. Los convenios fueron suscritos en las siguientes fechas: Santiago de las Atalayas el 11 de junio de 1982, Tauramena el 5 de mayo de 1988, Río Chitamena el 3 diciembre de 1990 y Piedemonte el 26 de junio de 1992, es decir que fueron convenios celebrados bajo la vigencia de los Decretos 2310 de 1974, 743 de 1975 y 222 de 1983, razón por la cual es necesario tener en cuenta estas normas para definir la naturaleza de los mismos, el régimen aplicable y sus características generales.

El Decreto 2310 de 1974, dictado con base en las facultades derivadas de la Emergencia Económica a que se refería el artículo 122 de la Constitución Política de 1886, abolió el sistema de contratación petrolera de concesión hasta entonces vigente, consagrado en el Código de Petróleos (Decreto 1056 de 1953), y lo sustituyó por el de asociación, en los siguientes términos:

“Con excepción de los contratos de concesión vigentes a la fecha de expedición del presente decreto la exploración y explotación de hidrocarburos de propiedad nacional, estará a cargo de la Empresa Colombiana de Petróleos, la cual podrá llevar a efecto dichas actividades, directamente o por medio de contratos de asociación, operación, de servicios o de cualquier otra naturaleza distintos a los de concesión, celebrados con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras. Los contratos que celebre la Empresa en virtud de lo dispuesto en este artículo, requerirán para su validez ser aprobados mediante resolución del Ministerio de Minas y Energía.”

Por su parte el artículo 3 del Decreto Reglamentario 743 de 1975 estableció que la Junta Directiva de Ecopetrol señalaría en cada caso los términos y condiciones de los contratos a celebrar, con la única limitación o prohibición del modelo de concesión. De manera que la norma confirió a Ecopetrol la competencia para señalar el modelo contractual y la potestad para pactar con los Asociados los términos y condiciones de los convenios, cuya característica primera es que no son contratos reglados en la ley. 

En el artículo 4 del Decreto citado se dijo: “Los contratos a que se refiere el artículo anterior quedarán sujetos al derecho privado, salvo que tuvieren cláusulas sobre caducidad
, y en uno y otro caso requerirán para su validez, la aprobación del Ministerio de Minas y Energía.” 

Cabe anotar que la jurisprudencia colombiana ha hecho aplicable a esta clase de convenios, las normas propias de la legislación civil y comercial, como lo evidencia la Sentencia del 1 de julio de 1994 del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, en la cual se aplicó el artículo 869 del Código de Comercio al Contrato de Asociación Caño Limón.
 

En concordancia con lo anterior, si bien el numeral 6 del artículo 16 del Decreto 222 de 1983 consagró como contratos administrativos los de explotación de bienes del estado, en el parágrafo de la misma norma se dispuso: “Los contratos de explotación de bienes del estado se rigen por las normas especiales de la materia.” 

Adicionalmente, la naturaleza jurídica de Ecopetrol -la entidad contratante- de empresa industrial y comercial del estado, excluía a esta clase de contratos de la aplicación de las normas establecidas en el estatuto de contratación administrativa, por expresa disposición de su artículo 1, toda vez que no se trataba de contratos de empréstito ni de obra pública.

En virtud de lo expuesto, el Panel de Amigables Componedores concluye que se trata de contratos estatales, los cuales no se rigen por el estatuto de contratación administrativa, sino que se rigen por las normas especiales, es decir por la legislación especial de hidrocarburos vigente al momento de su celebración, que no es otra que el Decreto 2310 de 1974 y sus decretos reglamentarios, quedando por tanto cobijados por la autonomía de la voluntad de las partes.

En el caso de los contratos de Asociación Piedemonte y Chitamena, es claro que se rigen por las normas del derecho privado, toda vez que no contienen cláusula de caducidad. Y todos ellos, están excluidos del estatuto de contratación estatal vigente al momento de su celebración, y sometidos a las normas especiales de la legislación petrolera, al tenor de los artículos 1 y 16 del Decreto 222 de 1983.

C) Características: 

Según las normas citadas y las cláusulas del contrato, podemos indicar que el contrato de asociación petrolera tiene las siguientes características: atípico, porque no está reglado ni definido en la ley; principal, porque no depende de ningún otro convenio y subsiste por si solo; de objeto múltiple, porque comprende varias actividades reguladas en el mismo convenio; sinalagmático imperfecto, porque en principio solo genera obligaciones para una de las partes, pero puede llegar a producirlas para ambas partes en determinados eventos regulados en el contrato (declaratoria de comercialidad); oneroso, porque tiene por objeto la utilidad de ambas Partes; aleatorio, porque resulta imposible determinar desde el inicio las prestaciones que ha de producir; solemne, porque requiere la aprobación del Ministerio de Minas y Energía; de ejecución sucesiva, porque no se ejecuta con un solo acto; personal o intuito personae, porque se celebra en consideración a las calidades de las Partes; y de adhesión, porque no hay posibilidad de negociar sus condiciones, las cuales obedecen a un marco general adoptado por la Junta Directiva de la empresa Estatal.

Finalmente, es necesario anotar que tratándose de un contrato estatal, el contrato de asociación de hidrocarburos está sometido a los mecanismos de solución de controversias contractuales, dentro de los cuales se encuentra la amigable composición.

II. CONSIDERACIONES DE LA MESA DE AMIGABLES COMPONEDORES EN CUANTO A LOS DESACUERDOS.-

1. DESACUERDOS REFERIDOS AL CONTRATO DE ASOCIACIÓN DE “PIEDEMONTE”:
1.1. STAND BY PAUTO 1: 

1.1.1. PAUTO SUR B1: 

1.1.1.1. DESACUERDO: 

El desacuerdo de las partes por este concepto se plasmó en el Acta del Decimosexto Comité Ejecutivo de la Asociación PIEDEMONTE del 18 de noviembre de 2003, Anexo 1 numeral 2.3 literal a), y consiste en el reembolso por parte de Ecopetrol al Operador de los costos de Stand by del pozo Pauto 1, por valor de US $ 3.400.000,00. 

1.1.1.2. POSICIONES DE LAS PARTES:

A) POSICIÓN DE BPXC: 

En desarrollo de sus obligaciones de perforación de pozos exploratorios que resultaron productores, BPXC incurrió en erogaciones monetarias generadas por el “stand-by” del taladro RIG – 165 en el pozo Pauto 1, el cual fue posteriormente reemplazado por el pozo Pauto Sur B1, gastos que de conformidad con la cláusula 4.4 del Contrato son definidos como Costos Directos de Exploración, y por ende solicita a Ecopetrol el reembolso del 50% de estos Costos en los términos de las cláusulas 4.26, 9 y 22 del Contrato y 17.2 del Anexo B.

Argumenta que Ecopetrol autorizó el traslado de los costos directos del pozo Pauto 1 al pozo Pauto Sur B1, que fue el pozo que lo reemplazó, mediante carta del Vicepresidente de Operaciones Asociadas; y que el Stand by es un costo directo, y que el pozo Pauto Sur B1 resultó productor.

BPXC manifiesta que los pozos Floreña A5 y Pauto Sur C2 fueron perforados estando vigente un contrato de taladro diferente al que amparaba el taladro RIG-165 cuando se perforó el pozo Pauto 1, y que el Stand by que allí se generó nada tuvo que ver con los pozos Floreña A5 y Pauto Sur C2. Dice BPXC que la tesis de Ecopetrol de dividir los costos del Stand by de Pauto 1 – Pauto Sur B1 con los pozos Floreña A5 y Pauto Sur C2 es tan absurda como pretender que “cuando pozos que han resultado productores 
comerciales utilizaron un equipo que a su vez fue utilizado en un pozo que causó un Stand by y que no resultó comercial, dicha compañía debe asumir parte de los costos causados por el pozo que no resultó productor comercial, lo que claramente va en contravía de lo pactado en este y en otros contratos de Asociación.”

B) POSICIÓN DE ECOPETROL: 

Los costos del Stand by del pozo Pauto 1 deben distribuirse entre los pozos Floreña A5 y Pauto Sur C2, que se beneficiaron de la disponibilidad del mismo equipo, y por ende a Ecopetrol no le corresponde aceptar sino una tercera (1/3) parte del valor total por éste concepto.

Ecopetrol argumenta que el riesgo en la Etapa de Exploración es de la Asociada, quien es autónoma en ésta etapa, y que la decisión de mantener el taladro en Stand by provino única y exclusivamente de ella, toda vez que Ecopetrol nunca expresó su acuerdo sobre esta circunstancia, y también que la Asociada pudo haber dado un manejo mas eficiente al asunto. 

Señala Ecopetrol que es práctica común en la industria del petróleo que los costos de importación, movilización y desmovilización de los equipos de perforación se dividan entre los distintos pozos que se perforen con dicho equipo, y que por ende si el taladro RIG-165 se utilizó en la perforación de Floreña A5 y Pauto Sur C2 tales costos se deben compartir entre éstos pozos.

Manifiesta Ecopetrol igualmente que el pago de la tercera parte de los gastos por valor de $ 1.700.000 que reconoció Ecopetrol es “representativa de los costos reales de importación y movilización del taladro.”

1.1.1.3. CONSIDERACIONES DEL PANEL DE AMIGABLES COMPONEDORES:
A) EL CONTRATO:

Cláusula 4.4: “Costos Directos de Exploración. Son aquellas erogaciones monetarias en que incurre la Asociada por la perforación de Pozos de Exploración que hayan resultado productores, así como por localizaciones, terminación, equipamiento y pruebas de tales pozos, líneas de flujo y separadores. Los Costos Directos de Exploración no incluyen soporte administrativo ni técnico de la casa matriz, ni oficinas centrales de la compañía.”

Cláusula 4.26: “Reembolso. Es el pago en la proporción que le corresponda a Ecopetrol por los Costos Directos de Exploración (en que ha incurrido la Asociada) de los Pozos de Exploración que hayan resultado productores.”

Cláusula 9.2.2: “Ecopetrol reembolsará a La Asociada el cincuenta por ciento (50%) de los Costos Directos de Exploración de los pozos que, habiendo sido perforados por La Asociada como Pozos de Exploración dentro del Campo Comercial de que trata la cláusula 9 (numeral 9.1) hayan resultado productores comerciales.”

Cláusula 22.2: “… De allí en adelante todos los gastos, pagos, inversiones, costos y obligaciones que se efectúen y contraigan para el desarrollo de las operaciones, de conformidad con este contrato, y las inversiones hechas por La Asociada antes y después del reconocimiento de un Campo Comercial, en la perforación y terminación de los pozos que hayan resultado productores dentro del campo, serán cargadas a la Cuenta Conjunta.”… 

B) HECHOS PROBADOS:

De los escritos presentados por las partes y sus anexos, el Panel encuentra que las Partes convienen en los siguientes hechos:

1. Que el equipo de perforación RIG-165 estuvo parado o en Stand by desde el 11 de septiembre de 1992 hasta el 2 de agosto de 1994, por la imposibilidad de utilizarlo en el pozo Pauto 1, por situaciones externas, ajenas a la voluntad de las partes, derivadas de las limitaciones impuestas por las autoridades locales. (Escrito Ecopetrol Noviembre 22 párrafo 3 página 21 – Escrito BPXC Noviembre 22 párrafo 1 páginas 4 y 5).

2. Que el pozo Pauto 1 se reemplazó con el pozo Pauto Sur B1, traslado que se realizó de común acuerdo entre el Operador y Ecopetrol. (Escrito Ecopetrol Noviembre 22 párrafo 2 página 19).

3. Que Ecopetrol autorizó que los costos de Pauto 1 “sean reconocidos como un mayor valor del pozo que deba perforar la Asociada en reemplazo del anterior, en el evento en que este resulte productor” mediante carta del Vicepresidente de Operaciones Asociadas Dr. Fernando Delgado del 8 de octubre de 1992.

4. Que en el Acta del Decimosexto Comité Ejecutivo de la Asociación Piedemonte consta que “el Operador justificó la razonabilidad en la toma de decisión para mantener el taladro en situación de espera y Ecopetrol, con base en las explicaciones acepta parcialmente el concepto. Ecopetrol acepta una tercera parte del costo, es decir US $ 1.700.000 basado en su interpretación que el costo total de Stand by debe distribuirse, entre los otros pozos exploratorios denominados: Floreña A5 y Pauto Sur C2, los cuales también se beneficiaron de  disponer del equipo Parker 165.” De manera que Ecopetrol aceptó la razonabilidad en la toma de la decisión del Operador de mantener el taladro RIG -165 en situación de espera, según la justificación que éste le presentó, tal y como aparece consignado en el Acta. Teniendo en cuenta que el Acta del Desacuerdo es la que delimita la competencia de este Panel, no entraremos a discutir la razonabilidad de la decisión.

5. Que Ecopetrol canceló la suma de US $ 1.700.000, que corresponde a una tercera parte del Stand by del taladro RIG -165, según se demuestra con el Acta del Decimosexto Comité Ejecutivo de la Asociación Piedemonte.

C) ANÁLISIS JURÍDICO:

De los hechos probados y aceptados por ambas partes se desprenden las siguientes conclusiones:

Los costos del pozo Pauto 1 obedecen a dos etapas distintas. En primer lugar, los costos en que la Asociada incurrió para iniciar la perforación del pozo Pauto 1, hasta la fecha de su suspensión, es decir hasta el 11 de septiembre de 1992. Estos costos comprenden los de importación, localización, alquiler y transporte de los equipos, entre otros, y son los costos a los que se refiere el siguiente Desacuerdo.

La segunda etapa comienza el 11 de septiembre de 1992 y se extiende hasta el 2 de agosto de 1994, que es la verdadera etapa de Stand by, ya no del pozo Pauto 1, que se abandonó el 11 de septiembre de 1992, sino del pozo Pauto Sur B1 que lo reemplazó, y para el cual se mantuvieron los equipos a la espera de las autorizaciones ambientales. De manera que el Stand by no corresponde al pozo Pauto 1, sino al pozo Pauto Sur B1, que resultó productor. No es un Stand by ordinario, es decir aquel que se genera durante la perforación del pozo, sino un Stand by anterior a la perforación, pero igualmente vinculado con el hecho de mantener paralizado un equipo dispuesto para realizar un trabajo de exploración. 

De acuerdo con la definición de la cláusula 4.4 antes citada, los costos de Stand by de un pozo son claramente Costos Directos de Exploración, porque son erogaciones monetarias en que incurre la Asociada para la perforación de pozos productores, y por ende, de conformidad con las cláusulas 4.26 y 9.2.4, a Ecopetrol le corresponde el reembolso del 50% de tales costos, los cuales deben ser cargados a la Cuenta Conjunta, según lo ordena la cláusula 22.2. 

Ahora bien, cabe preguntarse si será entonces procedente compartir los costos del Stand by de Pauto Sur B1 con los pozos Floreña A5 y Pauto Sur B2, como lo solicita Ecopetrol, porque tales pozos hayan sido perforados con el mismo taladro? A juicio de este Panel no lo es, porque ninguna relación tiene el Stand by de Pauto Sur B1 con la subsiguiente perforación de los pozos Floreña A5 y Pauto Sur B2. Es claro que los costos del Stand by no se trasladan de pozo en pozo, como una cuenta abierta que no se cierra mientras el equipo que lo generó esté disponible, por el hecho de que se vaya a utilizar posteriormente para la perforación de otros pozos. El Stand by del pozo Pauto Sur B1 lo generó la específica circunstancia de que las autoridades locales limitaron la posibilidad de perforar el pozo Pauto 1, por lo que se optó de común acuerdo por trasladar el pozo a Pauto Sur B1, todo lo cual implicó un período inactivo, mientras se obtuvieron las nuevas autorizaciones ambientales para perforarlo, de manera que los costos que allí se generaron sólo pueden ser cargados a éste pozo, y ninguna relación tienen los pozos Floreña A5 y Pauto Sur B2 con estos cargos.

Resulta indispensable en este punto tener en cuenta que es práctica común en la industria del petróleo que los costos del Stand by de un pozo se carguen directamente al mismo, y no al equipo que lo generó, como lo demuestra el concepto que sobre el particular expresó el asesor contable de este Panel, cuando dijo:

“De conformidad con mi experiencia, los costos de importación, movilización y desmovilización son imputables a los pozos en los cuales el equipo de perforación haya sido utilizado; no así los costos originados del stand by, los cuales solamente son imputables al pozo que los genera, a menos que hayan sido generados de una situación que afecte un programa de perforación previamente establecido (varios pozos), para el cual de manera especifica se haya asignado el equipo de perforación, que no es el caso del desacuerdo en donde el hecho generador del stand by no es otro sino la circunstancia misma que obligó a la relocalización del pozo Pauto 1, que finalmente se designó como pozo Pauto B1.”

No es entonces acertada la afirmación de Ecopetrol en el sentido de que “no siendo el stand by del taladro 165 un “Costo Directo de Exploración” del pozo “Pauto Sur B1” que fue el pozo declarado comercial y que sería, en virtud de las cláusulas 4.4 y 4.26 del Contrato de Asociación, un gasto reembolsable, no se puede reembolsar por esa vía. Fue un “Costo Directo de Exploración” del pozo “Pauto 1”, pero éste nunca llegó a ser perforado y declarado comercial, y en consecuencia, no es tampoco contractualmente reembolsable.”, pues -como mencionamos anteriormente- los costos del Stand by del taladro RIG -165 son a juicio de este Panel del pozo Pauto Sur B1, generados antes de iniciar su perforación; y aún si lo fueran del pozo Pauto 1, es claro que el compromiso de Ecopetrol era el de aceptar estos costos como un mayor valor del pozo que lo reemplazó. Con base en el mismo argumento es que Ecopetrol debe aceptar el Stand by de Pauto 1 por el período comprendido entre abril y septiembre de 2002, como veremos en el siguiente Desacuerdo.

Si bien es cierto que el riesgo en la Etapa de Exploración es de la Asociada, como lo manifiesta el apoderado de Ecopetrol, es claro que el riesgo es de carácter geológico, y en ningún caso está vinculado con la posibilidad de que Ecopetrol opte por no reconocer los Costos Directos de Exploración de los pozos productores, cuando están debidamente soportados.

Respecto de la afirmación de Ecopetrol en el sentido de que dentro del valor de US $ 1.700.000 reconoció los costos proporcionales de importación, movilización y desmovilización del taladro RIG-165, en una tercera parte, este Panel encuentra que en el Acta del 18 de noviembre de 2003 se dejó clara manifestación en el sentido de que este pago correspondía a una tercera parte del Stand by del taladro, lo que nada tiene que ver con los referidos costos de importación, movilización y desmovilización del taladro RIG-165.

De otra parte, la vigencia de los contratos del taladro RIG-165 y sus posibles prórrogas, no es lo que vincula los costos entre uno y otro pozo, pues independientemente de esta circunstancia fortuita, lo relevante jurídicamente es si los costos tienen relación con las actividades que se llevan a cabo en cada pozo. Es así como un mismo contrato de alquiler puede amparar el período de perforación de dos pozos de diferentes contratos de Asociación y hasta de diferentes Operadores, y los cargos correspondientes serán asignados a cada pozo según el período en que el equipo hubiere estado disponible para cada locación. Otra cosa sucede con los costos de importación, movilización y desmovilización, los cuales si se pueden asignar proporcionalmente entre los pozos perforados o beneficiados con el mismo equipo.

Ahora bien, de conformidad con el artículo 1603 del Código Civil los contratos deben ejecutarse de buena fe, principio que impone un canon de comportamiento de lealtad recíproca de las partes, que se concreta en el deber de corrección, de solidaridad y de respeto por la voluntad expresada más allá del texto expresamente consagrado en el acuerdo. 

La buena fe bien puede incluirse entre los "elementos fijos e invariables que tienen el valor de dogmas eternamente verdaderos", a los cuales se refería Josserand en su tratado de Derecho Civil. Sobre ella dijo la Corte Constitucional:

"La buena fe ha sido, desde tiempos inmemoriales, uno de los principios fundamentales del derecho, ya se mire por su aspecto activo, como el deber de proceder con lealtad en nuestras relaciones jurídicas, o por el aspecto pasivo, como el derecho a esperar que los demás procedan en la misma forma.”

“La doctrina ha entendido que a pesar de que la buena fe no puede ser predeterminada en su contenido, es posible hacer una tipificación de las máximas de comportamiento con base en ella. Así, de acuerdo con la exposición de Bianca
, el canon de lealtad se concreta en tres principales comportamientos negativos: a) no suscitar intencionalmente falsas confianzas, b) no especular sobre falsas confianzas y c) no impugnar razonables confianzas generadas en la otra parte.”

Aplicando la doctrina expuesta al caso en estudio, Ecopetrol generó una situación de confianza en su Asociada respecto del reconocimiento de los costos del Stand by que implicare la decisión conjunta de abandonar el pozo Pauto 1, al manifestarle en  comunicación del 8 de octubre de 1992, al inicio el período de Stand by, que aceptaba el mayor valor que como consecuencia de esta circunstancia se generare, y por ende, de acuerdo con su propia declaración y en virtud del principio de buena fe contractual, no puede desconocer su compromiso, sino que le es imperativo honrarlo, máxime cuando ya ha aceptado expresamente  la “razonabilidad” del cargo, y cuando además pagó una tercera parte del mismo.

En el mismo sentido considera el Panel que en este evento es aplicable el principio de que nadie puede volver contra sus propios actos. En efecto, como señala la doctrina
 para que esta teoría sea aplicable es necesario:

“1. Que una persona haya observado, dentro de una determinada situación jurídica, una cierta conducta jurídicamente relevante y eficaz.

“2. Que posteriormente esta misma persona intente ejercitar un derecho subjetivo o una facultad, creando una situación litigiosa y formulando dentro de ella una determinada pretensión.

“3. Que entre la conducta anterior y la pretensión posterior exista una incompatibilidad o una contradicción, según el sentido que de buena fe hubiera de atribuirse a la conducta anterior.

“4. Que en ambos momentos, conducta anterior y pretensión posterior, exista una absoluta identidad de sujetos”

Dichos elementos se encuentran reunidos en el presente caso, así:

1. Ecopetrol aceptó reconocer el “mayor valor del pozo que deba perforar la Asociada en reemplazo del anterior, en el evento en que este resulte productor” mediante carta del Vicepresidente de Operaciones Asociadas Dr. Fernando Delgado del 8 de octubre de 1992, lo que constituye una conducta jurídicamente relevante y eficaz.

2. Ecopetrol controvierte posteriormente, en uso de su facultad de glosar los Costos Directos de Exploración, el reconocimiento de los costos del pozo Pauto Sur B1, creando una situación litigiosa respecto del Stand by del pozo.
3. Que la conducta de Ecopetrol al proferir la autorización para trasladar los costos del pozo Pauto 1 al que lo reemplazó el pozo Pauto Sur B1, y la conducta de la misma empresa cuando decide glosar el Stand by en el sentido de reconocer únicamente una tercera parte de ellos, es contradictoria, en los términos del principio de buena fe contractual. 
4. Que existe identidad de sujetos (Ecopetrol y Operador) en ambas situaciones.
1.1.1.4. DECISIÓN:

En mérito de lo expuesto, este Panel determina que la suma  de US $ 3.444.575 correspondiente a costos por el Stand by del RIG-165 generados durante el tiempo que transcurrió desde la fecha de cerramiento Pauto 1 hasta que estuvo disponible la locación del Pozo del Pauto Sur B1 debe incluirse como Costo Directo de Exploración en la Cuenta Conjunta y por virtud del Contrato Ecopetrol está obligada contractualmente a reembolsar el 50%. 

1.1.2. COSTOS DIRECTOS DE PAUTO 1:  

1.1.2.1. DESACUERDO: 

El desacuerdo de las partes por este concepto se plasmó en el Acta del Decimosexto Comité Ejecutivo de la Asociación PIEDEMONTE del 18 de noviembre de 2003, Anexo 1 numeral 2.3 literal b) y consiste en el reembolso por parte de Ecopetrol al Operador del Contrato Piedemonte de los costos directos del pozo Pauto 1, por valor de US $ 1.552.298. 

BPXC manifiesta que desiste de cargar a la Cuenta Conjunta la suma de US $ 382.580, así como de su solicitud de que tales costos fueran reembolsados proporcionalmente por Ecopetrol. Por consiguiente la suma a que se refiere al literal b) del numeral 2.3 del Anexo 1 antes citado, asciende a US $ 1.169.719.

1.1.2.2. POSICIONES DE LAS PARTES:

A) POSICIÓN DE BPXC: 

La Asociada reclama los costos directos en que incurrió para iniciar la perforación del pozo Pauto 1 hasta la fecha en que fue suspendida la perforación, el 11 de septiembre de 1992. Estos costos se dividen en tres grupos, a saber: (i) Stand by del taladro RIG-165 de abril a septiembre de 1992 US $ 222.665; (ii) Actividades ambientales y manejo de relaciones con la comunidad US $ 836.995; (iii) Contratos y compromisos con proveedores US $ 348.672.

Argumenta BPXC que el Vicepresidente de Operaciones Asociadas Dr. Fernando Delgado mediante carta del 8 de octubre de 1992 autorizó que los costos de Pauto 1 “sean reconocidos como un mayor valor del pozo que deba perforar la Asociada en reemplazo del anterior, en el evento en que este resulte productor”, y que por ende estos costos deben ser cargados a la Cuenta Conjunta y reconocidos por Ecopetrol proporcionalmente. 

B) POSICIÓN DE ECOPETROL: 
Ecopetrol sostiene que los Costos Directos de Pauto 1 fueron glosados por su auditoria, porque los costos que pretendía BPXC no estaban soportados en los términos exigidos por la Empresa. De los tres conceptos antes relacionados, Ecopetrol objeta que las actividades ambientales y manejo de relaciones con la comunidad, no corresponden a los costos que Ecopetrol aceptó asumir en su comunicación del 8 de octubre de 1992, o no se conoce el estado de algunos bienes y que los contratos y compromisos con proveedores, corresponden a costos de personal de soporte en oficinas centrales de Bogotá y Casa Matriz y no tienen el respaldo, ni la justificación requerida por Ecopetrol.

1.1.2.3. CONSIDERACIONES DEL PANEL DE AMIGABLES COMPONEDORES:
A) EL CONTRATO:

Las cláusulas contractuales aplicables a este desacuerdo son las mismas citadas en el desacuerdo anterior, a las que nos remitimos, y además, las siguientes:

“4.5 Cuenta Conjunta: Los registros se llevarán por medio de libros de contabilidad, de acuerdo con la leyes colombianas para acreditar o cargar a las Partes la participación que les corresponda en la Operación Conjunta.”

Igualmente resulta aplicable la cláusula 17.2.1 del Anexo B del Contrato, que señala:

“El Operador preparará una factura inicial para Ecopetrol después de la aceptación de un Campo Comercial, por el cincuenta por ciento (50%) de los gastos y costos de los Pozos de Exploración que hayan resultado productores. Estos costos incluirán todos los gastos ocasionados por la perforación, tales como las pruebas, la terminación y el equipo del pozo, así como las líneas de flujo, separadores y costos de las pruebas extensas de producción. Dicha factura incluirá también el cincuenta por ciento (50%) del costo de los trabajos adicionales a que se refiere la cláusula 9 (numeral 9.3) de El Contrato y se pagará de conformidad con dicha cláusula. Esta facturación incluirá un resumen de los costos expresando separadamente la moneda en que se hayan efectuado las inversiones y los gastos, o sea, en pesos colombianos o en dólares de los Estados Unidos de América.”

B) HECHOS PROBADOS:

De los escritos presentados por las partes y sus anexos, el Panel encuentra que se acreditan los siguientes hechos:

1. Que el pozo Pauto 1 se reemplazó con el pozo Pauto Sur B1, traslado que se realizó de común acuerdo entre el Operador y Ecopetrol. (Escrito Ecopetrol Noviembre 22 párrafo 2 página 19)

2. Que Ecopetrol autorizó que los costos de Pauto 1 “sean reconocidos como un mayor valor del pozo que deba perforar la Asociada en reemplazo del anterior, en el evento en que este resulte productor” mediante carta del Vicepresidente de Operaciones Asociadas Dr. Fernando Delgado del 8 de octubre de 1992.

3. Que BPXC acepta que del monto total de Desacuerdo por valor de US $ 1.169.719, sólo tiene soportes contables en los términos exigidos por Ecopetrol por la suma de $ 421.915.

4. Que Ecopetrol no acepta los soportes contables de BPXC por valor de $ 421.915 y señala que los aportados con el escrito del 28 de noviembre de 2005 no alcanzan la suma indicada por BPXC.

C) ANÁLISIS JURÍDICO:

De los hechos probados se desprenden las siguientes conclusiones:

A juicio de este panel los conceptos que reclama BPXC que se agrupan como (i) Stand by del taladro RIG-165 de abril a septiembre de 1992; (ii) Actividades ambientales y manejo de relaciones con la comunidad, y (iii) Contratos y compromisos con proveedores, pueden ser considerados como Costos Directos de Exploración y por ende serían reembolsables, de conformidad con el Contrato. 

En efecto, el Stand by del taladro RIG-165, como quedó indicado en el numeral anterior es un Costo Directo de Exploración. Los meses que se relacionan en este aparte (abril a septiembre de 1992) corresponden a la primera etapa, es decir al período anterior a la suspensión de la perforación de Pauto 1 y el traslado del pozo a Pauto Sur B1. Estos costos forman parte de los costos que aceptó reconocer Ecopetrol mediante la carta del Vicepresidente de Operaciones Asociadas Dr. Fernando Delgado del 8 de octubre de 1992, y por ende es procedente que se carguen a la Cuenta Conjunta.

Las actividades ambientales y el manejo de relaciones con la comunidad son igualmente Costos Directos de Exploración, toda vez que son erogaciones indispensables en que incurre el Operador para llevar a cabo los trabajos de exploración. Es así como los trabajos exploratorios están sometidos al cumplimiento de obligaciones ambientales especiales, cuyos costos claramente constituyen Costos Directos de Exploración. Sin embargo, en el caso del Contrato de Asociación Piedemonte es necesario tener en cuenta la interpretación que sobre la cláusula 30.4 en su último párrafo se hace en el Desacuerdo denominado Control Ambiental Floreña C3 – Pauto Sur B1.

Por su parte, las relaciones con la comunidad, especialmente en una zona donde se 
requería un manejo cuidadoso de éstas, como lo demuestra el hecho de que la perforación de Pauto 1 se desistió por problemas con la comunidad, era también un aspecto indispensable para adelantar cualquier clase de trabajos en la zona, incluyendo por supuesto los de perforación, y por ende se trata de Costos Directos de Exploración.

Sin embargo, para que el pago o reembolso resulte procedente no basta que los conceptos a los que corresponden los cargos se ajusten al Contrato como Costos Directos de Explotación, sino que el Operador los debe acreditar contablemente, de conformidad con los principios de contabilidad aceptados en Colombia, para que se puedan cargar a la Cuenta Conjunta. 

En el presente caso, Ecopetrol mantiene la glosa a los soportes contables que allega la Asociada en cuantía de $ 421.915. 

Por su parte, el asesor contable Dr. Manuel Tibaquirá se pronunció al respecto en los siguientes términos:

“Revisada la documentación aportada por BPXC a este trámite y la documentación e información que fue suministrada por el Operador en sus dependencias, manifiesto lo siguiente:

De acuerdo con el acta  del Comité ejecutivo Decimosexto de la Asociación PIEDEMONTE, las partidas que conforman el desacuerdo están clasificadas así:

· Relaciones con las comunidades                     US $      536.268

· Contratos y proveedores                                                348.672

· Costos incurridos previos a la suspensión                     284.778

Relaciones con las comunidades. 

Dentro de esta partida se encuentran cargados US$ 222.665 por Rig Rate, que corresponden al costo de un mes de stand by que por error el Operador no incluyó como parte del stand by. Los demás cargos corresponden a un mes de renta del equipo de fluidos el cual fue alquilado de manera previa pues no se conocía de la suspensión de la perforación (US $ 55.954), a los impuestos temporales de importación del equipo (US $ 131.216), a los suministros para la base de operaciones, seguros, mantenimiento Etc..

En mi opinión estos cargos están debidamente acreditados y corresponden a conceptos razonablemente asociados a la actividad del equipo de perforación objeto del stand by.

Contratos y proveedores.

Estos cargos están soportados por registros contables propios y/o originados por el mismo Operador, los cuales en mi opinión no acreditan de manera suficiente la razonabilidad de los mismos para ser cargados a las cuentas de la asociación.

Costos incurridos previos a la suspensión.

Dentro de esta partida se encuentran cargos por valor de US $ 36.900 por conceptos tales como: traslado del equipo, impuesto a las ventas, alquiler de un lote en la ciudad de Yopal, que en mi opinión por tener relación directa con la actividad acreditan suficientemente la razonabilidad del cargo como un costo asociado a la perforación y deben ser reconocidos como un costo directo.

En mi opinión los demás costos por valor de US $ 247.878 no corresponden a conceptos que puedan ser asociados como cargos directos a la luz del contrato de asociación (reembolso de gastos personal soporte oficina Bogotá) y/o que estén razonablemente soportados para acreditar que efectivamente fueron costos en los que se incurrió previamente a la suspensión de la perforación.”

De conformidad con los argumentos expresados y teniendo en cuenta el concepto del Asesor Contable, Ecopetrol estaría obligado a reconocer un valor total de $ 573.168 por este Desacuerdo. Sin embargo, el apoderado de BPXC reconoce expresamente que dicha empresa sólo puede acreditar soportes contables en los términos exigidos 
por Ecopetrol por la suma de $ 421.915, razón por la cual este Panel se limitará al reconocimiento de este mismo valor. 

1.1.2.4. DECISIÓN:

En mérito de lo expuesto, este Panel determina que los Costos Directos de Exploración originados en las operaciones del Pozo Pauto Sur B1 por el valor US $421.915 deben cargarse a la Cuenta Conjunta y ser reembolsados en un 50% por Ecopetrol. 

1.2. COSTOS DE STAND BY POR SUSPENSIÓN DE CORPORINOQUIA:  

1.2.1. DESACUERDO: 

El desacuerdo de las partes por este concepto se plasmó en el Acta del Decimosexto Comité Ejecutivo de la Asociación PIEDEMONTE del 18 de noviembre de 2003 Anexo 1 numeral 2.5 y consiste en el reembolso por parte de Ecopetrol al Operador del Contrato Piedemonte de los Costos Directos de Exploración por concepto de Stand by del pozo Floreña C3, por valor de US $ 1.616.936, generados por la orden de Corporinoquia de suspender los trabajos de perforación como medida preventiva. 

1.2.2. POSICIONES DE LAS PARTES:

A) POSICIÓN DE BPXC: 

La Asociada menciona que los costos del Stand by de Floreña C3 son costos de control ecológico y ambiental y por ende corresponden a Costos Directos de Exploración, que se trató de una medida preventiva de suspensión y no de una sanción, contra la cual no procedía recurso alguno.

B) POSICIÓN DE ECOPETROL: 
Ecopetrol sostiene que la medida preventiva decretada por la autoridad ambiental obedeció a un incumplimiento del Operador de las obligaciones impuestas mediante la Resolución 652 del 11 de diciembre de 1996, por la cual se otorgó el permiso de vertimiento a BPXC, toda vez que el tratamiento de las aguas residuales debía hacerse en forma de nebulización mediante el sistema aire-agua, y que en su lugar se hizo mediante aspersión, lo que constituye negligencia del Operador.

1.2.3. CONSIDERACIONES DEL PANEL DE AMIGABLES COMPONEDORES:
A) EL CONTRATO:

A este desacuerdo se aplican las cláusulas 4.4. y 4.26 antes citadas, a las cuales nos remitimos, y además, las siguientes:

“30.1 El Operador llevará a cabo las operaciones materia de este contrato de manera eficiente y adecuada y de acuerdo con las prácticas de la industria petrolera internacionalmente reconocidas para este tipo de operaciones quedando entendido que en ningún momento será responsable por errores de criterio, o por pérdidas o daños que no fueren resultado de culpa grave del Operador.” 

“30.4. Control Ecológico. La Asociada, en desarrollo de todas las actividades del contrato, deberá cumplir con lo dispuesto por el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección del Medio Ambiente y demás disposiciones legales sobre la materia. Para tal fin, La Asociada se obliga a ejecutar un plan permanente de carácter preventivo para garantizar la conservación y restauración de los recursos naturales dentro de las zonas en que se realicen los trabajos de exploración, explotación y transporte objeto de este  contrato.

“Dichos planes y programas deberán ser divulgados por La Asociada a las comunidades y entidades del orden nacional y regional relacionadas con esta materia.

“Igualmente, deberán establecer planes de contingencia específicos para atender las emergencias que se puedan presentar y adelantar las acciones remediales a que haya lugar.

“Para tal efecto La Asociada deberá coordinar dichos planes y acciones con las entidades competentes.

“Los programas y presupuestos respectivos deberán ser preparados por La Asociada, de conformidad con las cláusulas correspondientes de este contrato.

“Todos los costos que se causen serán asumidos por La Asociada en el período de Exploración y por ambas Partes con cargo a la Cuenta Conjunta en el de Explotación.” 
B) HECHOS PROBADOS:

De los escritos presentados por las partes y sus anexos, el Panel encuentra acreditados los siguientes hechos:

1. Que el Ministerio del Medio Ambiente negó expresamente la posibilidad de disponer las aguas residuales mediante riego o infiltración, en la Resolución No. 503 del 16 de mayo de 1996, la cual se cita en los considerandos de la Resolución 0071 del 4 de febrero de 1997 de Corporinoquia. (Anexo No. 2 escrito presentado por Ecopetrol el 22 de noviembre de 2005.)

2. Que BPXC no realizó el tratamiento de las aguas residuales en forma de nebulización, como se indicó en la Resolución 652 del 11 de diciembre de 1996 de Corporinoquia, por la cual se otorgó el permiso de vertimiento, mediante el sistema aire-agua, sino que en su lugar se hizo mediante riego o aspersión, como lo asevera la propia Corporación en la Resolución 0071 del 4 de febrero de 1997. (Anexo No. 2 escrito presentado por Ecopetrol el 22 de noviembre de 2005.)

2. Que una vez se corrigió el sistema de nebulización y disposición de aguas, la Corporación levantó la medida preventiva, según se desprende de la Resolución 0071 del 23 de febrero de 1997. (Anexo No. 2 escrito presentado por Ecopetrol el 22 de noviembre de 2005.)

C) ANÁLISIS JURÍDICO:

De los hechos probados y aceptados por ambas partes se desprenden las siguientes conclusiones:

Si bien la decisión de Corporinoquia contenida en la Resolución No. 0071 del 4 de febrero de 1997 no es una sanción, las medidas preventivas también son impuestas contra los infractores de la ley ambiental, como se evidencia en el artículo 85 de la Ley 99 de 1993, que señala:

“ARTICULO 85. Tipos de Sanciones. El Ministerio del Medio Ambiente y las Corporaciones Autónomas Regionales impondrán al infractor de las normas sobre protección ambiental o sobre manejo y aprovechamiento de recursos naturales renovables, mediante resolución motivada y según la gravedad de la infracción, los siguientes tipos de sanciones y medidas preventivas: 
1) Sanciones:
 …
 2) Medidas preventivas:
 …
 c) Suspensión de obra o actividad, cuando de su prosecución pueda derivarse daño o peligro para los recursos naturales renovables o la salud humana, o cuando la obra o actividad se haya iniciado sin el respectivo permiso, concesión, licencia o autorización.

 …” (subrayo)
De manera que si bien la ley diferencia entre sanción y medida preventiva, especialmente en cuanto al procedimiento previo que se surte en cada caso para decretarlas, lo cierto es que en ambos casos se trata de consecuencias por la infracción de las normas de carácter ambiental, lo que las enmarca conjuntamente como mecanismos de control ambiental
.

Ahora bien, es claro igualmente que el Operador –quien actúa como mandatario no remunerado- no responde por errores de criterio, de acuerdo con la cláusula 31.1 citada. ¿Puede entonces calificarse como culpa grave del Operador, el error de BPXC de no realizar el tratamiento de aguas residuales en la forma como lo autorizó la Corporación?

De conformidad con el artículo 63 del Código Civil la culpa grave, negligencia grave o culpa lata, es la que consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aún las personas negligentes o de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materias civiles equivale al dolo. En la medida en que este criterio es muy abstracto, es pertinente acudir a las precisiones que en esta materia ha hecho la jurisprudencia y la doctrina. 
En tal sentido la doctrina
 ha señalado que la jurisprudencia francesa emplea diversos criterios para determinar cuándo existe culpa grave. En efecto, en algunos casos se refiere a la conducta del deudor, en tanto que en otros casos tiene cuenta la gravedad objetiva de las consecuencias del comportamiento.

Cuando se analiza la conducta del deudor, los jueces toman en cuenta, por ejemplo,  los medios de que dispone el deudor para ejecutar su obligación, de tal forma que si con los que tenía, la ejecución de la obligación era fácil, hay culpa grave. Este criterio implica, por consiguiente, un tratamiento más severo para los profesionales, pues ellos disponen -o deben hacerlo- de los medios adecuados para cumplir sus obligaciones. Así mismo se tiene en cuenta la posibilidad del deudor de conocer el riesgo en que efectivamente incurrió y medir su amplitud. En efecto, actúa de manera más descuidada quien conociendo que su conducta puede poner en peligro la vida o ciertos intereses esenciales de otro, en todo caso actúa descuidadamente. Así mismo, se toma en consideración la repetición de la conducta, pues si bien una conducta aislada puede no constituir un hecho grave, cuando es reiterada revela un descuido grave.

Igualmente la jurisprudencia francesa tiene en cuenta el examen de las consecuencias de la culpa. Así cuando la obligación inejecutada era esencial o primordial, se considera culpa grave. En otros casos se compara el resultado logrado y el que correspondía a una ejecución correcta, de tal manera que si la diferencia es de tal grado que el contrato aparece privado de toda sustancia, hay culpa grave. En este criterio subyace también la idea de que cuando se celebra un contrato su cumplimiento no puede depender de la sola voluntad del deudor.

Bajo la óptica de la ley colombiana es claro que la culpa grave implica un análisis de la conducta del deudor, para lo cual son entonces pertinentes los criterios que ha señalado la doctrina a este respecto, relativos a la disposición de los medios adecuados, la posibilidad de conocer los graves perjuicios que podía derivarse o la reiteración de la conducta. Por el contrario, en principio, no se podría tomar en consideración para calificar una culpa de grave el resultado de la conducta por sí sólo, a menos que dicho resultado se examine teniendo en cuenta la posibilidad que tenía el deudor de preverlo y de esta manera, se analice igualmente la conducta del deudor. Así cuando el deudor podía claramente apreciar que su conducta podía conducir al incumplimiento de la obligación esencial del contrato y por ello a privar al contrato de toda sustancia puede considerarse que existe una culpa grave. 

A todo lo anterior vale la pena agregar que en el análisis de la culpa grave debe tenerse en cuenta el contenido mismo del contrato y la forma como las partes han determinado las obligaciones del Operador.

En el presente caso, tratándose de un profesional y además de una obligación claramente establecida con anterioridad en un acto administrativo, debe reconocerse que hay culpa grave. De manera que a juicio de este Panel, la conducta del Operador al incumplir la decisión de la autoridad ambiental sí se trató de un hecho constitutivo de culpa grave, toda vez que el contrato exigía claramente al Operador el cumplimiento de la ley ambiental y la implementación de las medidas de prevención necesarias para garantizar la conservación y restauración de los recursos naturales dentro de las zonas en que se realizaren los trabajos de exploración, explotación y transporte, al tenor de la cláusula 30.4 del contrato. Si el Operador no hubiere incumplido las exigencias de la Corporación en cuanto al tratamiento de aguas residuales, no se hubiere presentado el Stand by del pozo Floreña A5. Conociendo las consecuencias legales por el desconocimiento de las exigencias de la autoridad ambiental, como era obligación expresamente señalada en el contrato a cargo del Operador, el hecho de haber incumplido la Resolución 652 del 11 de diciembre de 1996 de Corporinoquia, sin duda constituye una conducta gravemente culposa de su parte. 

En efecto, la conducta del Operador se califica de culpa grave porque la disposición de aguas residuales tratadas por el sistema de riego o infiltración había sido expresamente negada por el Ministerio del Medio Ambiente, mediante Resolución No. 503 del 6 de mayo de 1996
, de manera que no se trataba simplemente de una diferencia de criterio técnico con la autoridad ambiental, sino de una actividad expresamente prohibida por la autoridad con anterioridad, y aún así se ejecutó, siendo por tanto una violación inexcusable de las disposiciones ambientales.

Ahora bien, si la decisión de la Corporación era fundada o no lo era no es asunto que entra a debatir este Panel, no sólo porque tampoco lo cuestiona BPXC, sino porque se trata de un acto administrativo en firme, que tiene pleno valor legal. 

Al respecto se reafirma que el objeto de este trámite no puede incluir determinación alguna acerca de la juridicidad de la actuación de la autoridad ambiental. Ciertamente, es preciso advertir que  en modo alguno el ordenamiento jurídico colombiano, como la ha destacado la jurisprudencia
, permite que los actos administrativos producidos por las autoridades puedan ser objeto de revisión por parte de organismos diferentes a los tribunales contenciosos administrativos, puesto que les corresponde dicho examen, de forma privativa. 

Con ello se ratifica la posición del Panel, expuesta precedentemente, de no poder efectuar pronunciamiento alguno en relación con la actuación de la autoridad ambiental. Por el contrario, lo único que le es dable al Panel es acreditar la existencia de los actos producidos por la autoridad ambiental sin posibilidad de cuestionarlos o invalidarlos. Tales actos administrativos existen, tal y como lo ha señalado la doctrina en términos generales, desde el momento en que son producidos por la Administración y, desde entonces, en sí mismos llevan envuelta la prerrogativa de producir efectos jurídicos.           

En sintonía con lo anterior el artículo 64 del Decreto 01 de 1984 consagra:

"Salvo norma expresa en contrario, los actos que queden en firme al concluir el procedimiento administrativo serán suficientes, por sí mismos, para que la administración pueda ejecutar de inmediato los actos necesarios para su cumplimiento. La firmeza de tales actos es indispensable para la ejecución contra la voluntad de los interesados".     

Así pues, los actos administrativos, por regla general, son obligatorios mientras no hayan sido suspendidos o declarados nulos por la jurisdicción contencioso administrativa, de conformidad con las causales establecidas por la ley y, en particular, por el artículo 66 del Decreto 01 de 1984.

1.2.4. DECISIÓN:

En mérito de lo expuesto, este Panel determina que los costos de Stand by originados en la suspensión de las operaciones de perforación del Pozo Floreña C3, como Costos Directos de Exploración, no deben ser reeembolsables en un 50% por Ecopetrol.

1.3. CONTROL ECOLÓGICO: 

1.3.1. EL DESACUERDO:

Este desacuerdo se refiere al alcance de la cláusula trigésima, numeral 30.4 del Contrato de Asociación, y concierne a la inclusión en la Cuenta Conjunta de los Costos Directos de Control Ambiental de los pozos Floreña C-3 y Pauto Sur B-1, por un valor de US 4 2.506.804 para el pozo Floreña C3 y US $ 641.82 para los pozos Floreña C3 Y Pauto Sur B1.

Este desacuerdo se consagró en el Acta de la Reunión del Decimosexto Comité Ejecutivo  del Contrato de Asociación de Piedemonte  realizada el 18 de noviembre de 2003.

1.3.2. POSICIONES DE LAS PARTES:

A) POSICIÓN DE BPXC: 

BPXC sostiene que los Costos de Control Ambiental son Costos Directos de Explotación, y como tal tienen que ser reembolsados en un 50% por Ecopetrol,  de conformidad con las cláusulas cuarta, numerales 4.4. y 4.26., novena, numeral 9.2.2., y vigésima segunda, numeral 22.2, del contrato y décimo séptima, numeral 17.2, del Anexo B. Además, los costos de control ecológico durante la perforación de pozos de desarrollo en la Etapa de Explotación son gastos directos según la cláusula cuarta, numeral 4.10, y  décimo octava del Anexo B. Agrega que la cláusula trigésima, numeral 30.4, sólo reconoce los principios generales de distribución de riesgos entre las partes. Así mismo expresa que el contrato fue redactado por Ecopetrol, sin posibilidad de modificación. Hace referencia a otras estipulaciones contractuales, como el numeral 22.1 de la cláusula vigésima segunda y explica que ella dispone que los gastos por concepto de Trabajos de Exploración serán por cuenta y riesgo de La Asociada. Por lo anterior, si se aceptara la tesis de Ecopetrol ningún gasto de exploración sería objeto de reembolso, lo cual distorsiona totalmente el Contrato de Asociación, es incoherente con el espíritu del mismo y con la conducta contractual reiterada de las partes. Agrega que Ecopetrol  aceptó durante el Comité Ejecutivo Ad-hoc  No. 1 del Contrato de Asociación  que los costos relativos a permisos y licencias ambientales debían ser asumidos en la etapa precomercial por los socios y reembolsados por Ecopetrol a partir de la declaratoria de comercialidad. Finalmente, señala que en otros contratos que contienen la misma cláusula, Ecopetrol no rechazó la solicitud de reembolso de los costos de control ambiental. Así sucedió con el pozo exploratorio Chitamena 1.

B) POSICIÓN DE ECOPETROL:

Ecopetrol sostiene, por su parte, que los costos de control ambiental no son reembolsables, por cuanto el inciso final de la cláusula trigésima referente al control Ecológico expresamente dispone que todos los costos en el periodo de exploración serán asumidos por La Asociada. Expresa que lo que las partes acordaron es que los costos de Control Ecológico durante la Etapa de Explotación serían a cargo de la Cuenta Conjunta y los causados en la Etapa de Exploración serán asumidos únicamente por la Asociada. Agrega que en materia de interpretación debe preferirse aquella que produzca efectos y no la que no los produce, por lo que si la intención hubiera sido que los costos por control ecológico tuvieran igual tratamiento que los demás no tendría razón haber incorporado una cláusula particular para el manejo de costos ambientales.  Además, expresa que en la aplicación práctica del contrato Ecopetrol no ha reembolsado los costos de Control Ecológico, con la única excepción  de los Contratos SDLA, Tauramena, Río Chitamena y Recetor. La razón para que ello hubiera ocurrido es que en los contratos de Tauramena y SDLA no se pactó la excepción a la regla general contenida en la cláusula trigésima, numeral 30.4, y si bien si se estipuló en el de Río Chitamena, ocurrió la unificación de ésos tres contratos, lo que obligaba a darles el mismo tratamiento. 

1.3.3. CONSIDERACIONES DEL PANEL DE AMIGABLES COMPONEDORES:

A) EL CONTRATO:

Las discrepancias entre las partes se refieren fundamentalmente al numeral 30.4 de la Cláusula Trigésima que dispone:

“Control Ecológico. La Asociada, en desarrollo de todas las actividades del contrato, deberá cumplir con lo dispuesto por el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección del Medio Ambiente y demás disposiciones legales sobre la materia. Para tal fin, La Asociada se obliga a ejecutar un plan permanente de carácter preventivo para garantizar la conservación y restauración de los recursos naturales dentro de las zonas naturales en que se realicen los trabajos de exploración, explotación y transporte objeto de este contrato.

“Dichos planes y programas deberán ser divulgados por La Asociada a las comunidades y entidades del orden nacional y regional relacionadas con esta materia.

“Igualmente deberán establecerse planes de contingencia específicos para atender las emergencias que se puedan presentar y adelantar las acciones remediales a que haya lugar.

“Para tal efecto, La Asociada deberá coordinar dichos planes y acciones con las entidades competentes.

“Los programas y presupuestos respectivos deberán ser preparados por La Asociada de conformidad con las cláusulas correspondientes de este contrato.

“Todos los costos que se causen serán asumidos por La Asociada  en el  Período de Exploración y por ambas Partes con cargo a la Cuenta Conjunta en el de Explotación.”

B) HECHOS PROBADOS:

El Panel encuentra acreditado lo siguiente:

1. La Asociada realizó gastos por un monto de US $3.148.630 por Control Ambiental en relación con los Pozos Pauto Sur B1 y Florena C3. En efecto, Ecopetrol no discrepa en cuanto a la realización de los gastos, sino en su tratamiento de conformidad con el Contrato de Asociación.

2. En ejercicio de su auditoria Ecopetrol glosó los gastos mencionados por considerar que los mismos debían ser asumidos por La Asociada.

C) ANÁLISIS JURÍDICO: 

Para desentrañar el alcance del numeral 30.4 de la cláusula trigésima, transcrita, y en particular, de su último inciso, es necesario hacer referencia al esquema financiero del Contrato de Asociación. 

El numeral 4.4 de la cláusula cuarta del Contrato de Asociación dispone:

“Costos Directos de Exploración: Son aquellas erogaciones monetarias en que incurre La Asociada por la perforación de Pozos de Exploración que resulten productores, así como por localizaciones, terminación, equipamiento y pruebas de tales pozos, líneas de flujo y separadores. Los Costos Directos no incluyen el soporte administrativo ni técnico de la casa matriz ni oficinas centrales de la Compañía.”

Por su parte, el numeral 9.2.2. de la cláusula novena establece: 

“Ecopetrol reembolsará a La Asociada el cincuenta por ciento (50%) de los Costos Directos de Exploración de los pozos que habiendo sido perforados por La Asociada como Pozos de Exploración dentro del Campo Comercial de que trata la cláusula 9 (numeral 9.1) hayan resultado productores comerciales.”

Así mismo, la cláusula  vigésima segunda en sus numerales 22.1 y 22.2 prescribe:

“22.1. Sin perjuicio de lo estipulado en otras cláusulas de este contrato, los gastos por concepto de Trabajos de Exploración  serán por cuenta y riesgo de la Asociada.”

“22.2. Desde cuando se acepte por las Partes la existencia de un Campo Comercial y con sujeción a las disposiciones de la Cláusula 5 (numeral 5.2) y de la Cláusula 13 (numerales 13.1 y 13.2), la propiedad de los derechos o Interés en la Operación del Área Contratada quedará dividida así: Ecopetrol  cincuenta por ciento (50%) y La Asociada  cincuenta por ciento (50%). De allí en adelante todos los gastos, pagos, inversiones, costos y obligaciones que se efectúen o contraigan para el desarrollo de las operaciones, de conformidad con este contrato, y las inversiones hechas por La Asociada  antes y después del reconocimiento de un Campo Comercial, en la perforación y terminación de los pozos que hayan resultado productores dentro del Campo, serán cargadas a la Cuenta Conjunta. Salvo lo previsto en las Cláusulas 14 (numeral 14.3) y 21, todas las propiedades adquiridas o utilizadas de allí en adelante para el cumplimiento de actividades de la operación del Campo Comercial serán pagadas y pertenecerán a las partes, en la misma proporción descrita en esta cláusula.”

El numeral 17.2.1 del Anexo B dispone:

“El Operador preparará una factura inicial para Ecopetrol  después de la aceptación de un Campo Comercial, por el cincuenta por ciento (50%) de los gastos y costos de los Pozos de Exploración que hayan resultado productores. Estos costos incluirán todos los gastos ocasionados por la perforación, tales como las pruebas, la terminación y el equipo del pozo, así como las líneas de flujo, separadores y costos de las pruebas extensas de producción. Dicha factura incluirá también el cincuenta por ciento (50%) del costo de los trabajos adicionales a que se refiere la cláusula 9 (numeral 9.3) de El Contrato y se pagará de conformidad con dicha cláusula. Esta facturación incluirá un resumen de los costos expresando separadamente la moneda en que se hayan efectuado las inversiones y los gastos, o sea, en pesos colombianos o en dólares de los Estados Unidos de América.”

De las cláusulas que se han transcrito resulta claro que en el esquema financiero del contrato, La Asociada debe asumir los costos durante la Etapa de Exploración, pero que si un pozo de exploración llega a ser productor, el Operador tiene derecho a que Ecopetrol le reembolse todos los “Costos Directos de Exploración”, es decir todas las erogaciones monetarias en que incurrió La Asociada por la perforación de los Pozos de Exploración que resultaron productores, excluyendo  el soporte administrativo o técnico de la casa matriz o de las oficinas centrales de la Compañía.

Desde esta óptica, los denominados Costos de Control Ambiental en que se incurre por razón de la actividad de perforación, estarían comprendidos dentro de los Costos Directos a los que se refiere el Contrato. 

Ahora bien,  la posición de Ecopetrol es que la cláusula trigésima, numeral 30.4, en su último inciso establece un régimen especial, por lo cual no se aplica la disposición general. BPXC, por su parte,  considera que debe aplicarse el régimen general.

A este respecto es pertinente recordar que el artículo 1618 del Código Civil dispone que “Conocida claramente la intención de los contratantes, debe estarse a ella más que a lo literal de las palabras”.  En torno a dicha disposición la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha señalado que cuando la voluntad de las partes queda reflejada en cláusulas claras, precisas y sin asomo de ambigüedad, tiene que presumirse que dichas estipulaciones son el fiel reflejo de la voluntad interna de aquéllas
. 

En todo caso, la doctrina antes mencionada no debe entenderse en el sentido de que basta que el texto sea claro, sino que, además, su contenido no debe ser desmentido por elementos extratextuales
. Si ello ocurre, la claridad del texto puede ser apenas aparente y, por tanto, puede no reflejar la intención común de los contratantes, en tal caso debe ante todo atenerse a esta intención común.

En este sentido la doctrina
 expresa que la ambigüedad de un texto contractual puede ser intrínseca o extrínseca. La ambigüedad intrínseca resulta de la pluralidad de sentidos que puede tener una palabra o una expresión incluida en el acto o negocio jurídico. La ambigüedad extrínseca puede resultar de diferentes circunstancias, como, por ejemplo, del hecho de que una cláusula en sí misma clara y precisa, no lo sea frente a  las demás estipulaciones de las partes incorporadas en el mismo contrato. Igualmente, puede resultar de la confrontación de actos materialmente distintos pero que concurren al mismo objeto (la aceptación que dio lugar al contrato y el texto escrito del mismo elaborado posteriormente) o  de la confrontación del texto con la realidad en el cual las partes se encuentran al momento de ejecutar sus obligaciones.

En tales circunstancias, cuando la manifestación de voluntad no sea clara, por adolecer de ambigüedad, bien intrínseca, bien extrínseca, debe recurrirse a la intención de las partes. Dicha intención es, en principio, la que existía al tiempo del contrato
.
Cuando esta intención común no aparece claramente revelada, el legislador estableció una serie de criterios a los cuales ha de atenerse el intérprete.
Con base en lo anterior, lo primero que debe observarse es que examinada literalmente la cláusula, la misma establece a cargo de la Asociada los costos a que se refiere la cláusula que se causen  en el  Período de Exploración, y a cargo de ambas Partes los que se causen en el de Explotación. Por otro lado, no está acreditada una intención específica de las partes sobre el alcance de esta estipulación al suscribir el contrato. 

Ahora bien, como quiera que el apoderado de BPXC señala que la interpretación literal de esta cláusula del contrato es contraria a otras disposiciones del mismo, debe entonces analizarse su contenido teniendo en cuenta los criterios consagrados por los artículos 1619 y siguientes del estatuto civil.

Desde este punto de vista el artículo 1620 del Código Civil prescribe que “El sentido en que una cláusula puede producir algún efecto, deberá preferirse a aquel en que no sea capaz de producir efecto alguno”. En el presente caso es evidente que si se acepta la interpretación de BPXC, lo dispuesto en el último inciso del numeral 30.4 de la cláusula trigésima, no tendría ningún efecto, pues si tal inciso significa que si bien inicialmente el costo lo asume el Asociado, cuando el pozo es productor se le reembolsan tales costos, no era necesaria la estipulación, pues tal efecto es el que se desprende de las disposiciones del contrato a las cuales se ha hecho referencia. Así las cosas, desde este punto de vista, la cláusula no podría interpretarse en el sentido propuesto por BPXC y debería aplicarse su tenor literal, que impone a La Asociada asumir los costos durante la Etapa de Exploración.

Ahora bien, el artículo 1622 del Código Civil dispone que “las cláusulas de un contrato se interpretarán unas por otras, dándosele a cada una el sentido que mejor convenga al contrato en su totalidad”. Este artículo impone una interpretación que haga coherente el contrato, evitando las interpretaciones aisladas de una cláusula, pues como lo ha señalado la Corte Suprema de Justicia
 “El contrato es un concierto de voluntades que por lo regular constituye una unidad y en consecuencia sus estipulaciones deben ser apreciadas en forma coordinada y armónica y no aislando unas de otras como partes autónomas, porque de esta suerte se podría desarticular y romper aquella unidad, se sembraría la confusión y se correría el riesgo de contrariar el querer de las partes, haciéndole producir  a la convención efectos que ésas acaso no sospecharon”. 

Así las cosas, cabe preguntarse si la interpretación de Ecopetrol desconoce el conjunto del Contrato y si por razón de dicho conjunto debe darse una interpretación distinta. Como ya se vió, el principio del cual parte el Contrato es que los costos directos de perforación de un pozo que resulta productor, deben ser reembolsados por Ecopetrol. Sin embargo, ello no necesariamente significa que esta regla general no pueda tener excepciones, cuando las partes así lo han dispuesto. Ahora bien, precisamente en este caso, al intepretar en conjunto el numeral 30.4 de la cláusula trigésima con las otras disposiciones que regulan la materia se aprecia que si ella existe es porque puede tener un significado distinto a las otras cláusulas contractuales.

De otro lado el apoderado de BPXC señala que de aceptarse la interpretación propuesta por Ecopetrol, igualmente debía darse tal interpretación a la cláusula 22, y ello conduciría a desconocer toda la filosofía del Contrato de Asociación. A este respecto, debe observarse que existe una diferencia fundamental entre el numeral 30.4 de la cláusula trigésima y el  22.1 de la cláusula 22, pues este última dispone: “Sin perjuicio de lo estipulado en otras cláusulas de este contrato, los gastos por concepto de trabajos de Exploración  serán por cuenta y riesgo de la Asociada” (se subraya). Es claro en esta última cláusula, que lo que ella establece es que sin perjuicio del reembolso que el propio contrato contempla a continuación, por lo cual precisamente no es aplicable cuando opera el reembolso. Por el contrario, el numeral 30.4 de la cláusula trigésima no tiene una redacción que remita a las otras reglas del contrato que permiten rembolsar los costos directos realizados durante la perforación. Por lo demás, no se puede afirmar que sea inconsistente con un contrato como el que se analiza, que las partes hayan establecido excepciones a la regla general para un caso determinado.

En cuanto a la aplicación práctica de la cláusula, observa BPXC que en otros contratos se contempló la misma cláusula y Ecopetrol aceptó reembolsar los costos por control ecológico. Ecopetrol acepta tal hecho, pero sostiene que el reembolso obedeció a la unificación de tales contratos.

Al respecto se observa que Ecopetrol aportó una comunicación de la Gerencia de la Región Piedemonte GDP-010092 en la cual se expresa:

“Con relación a su solicitud de información en memorando de la referencia nos permitimos confirmarle que Ecopetrol  ha reembolsado costos por ‘Control Ecológico’ de los siguientes contratos de Asociación a cargo de esta Gerencia:

- Santiago de las Atalayas.

- Tauramena

- Recetor.

“Estos costos fueron incluidos dentro de las facturas de los pozos exploratorios que se aceptaron como comerciales.”

Desde este punto de vista, como ya se dijo en otra parte de esta decisión, “El Plan Integral para la Explotación Unificada de la Estructura Petrolífera de Cuisiana en las Áreas bajo los Contratos de Asociación SDLA, Tauramena y Río Chitamena”, celebrado entre Ecopetrol  BPXC, Total Exploratie en Produktie y Triton Colombia, no implicó una sustitución de los contratos vigentes, pues claramente se pactó en dicho Plan que cada uno de los Contratos de Asociación permanecería “sin modificación y en total vigencia con excepción de las disposiciones específicas bajo este convenio….” 

Ahora bien, en dicho Plan Integral se establece en el artículo 6 (numeral 6.1, literal a):

“a) Salvo lo previsto en la cláusula 7.5, los costos de las operaciones e inversiones aprobadas en el Área Unificada serán asumidos y desembolsados por las Partes, de acuerdo con sus Intereses de Participación en el Área Unificada en el momento en que sea pertinente, según se determinó anteriormente e independiente de los Contratos de Asociación  en los que se lleven a cabo las operaciones o se realicen las inversiones.”

Como se puede apreciar, en virtud de dicho acuerdo los costos no se imputan individualmente a cada contrato, sino que se tratan conjuntamente y se distribuyen en proporción al interés de cada Asociado. Lo anterior implica, por consiguiente, que en aquellos casos en los que hay diferencias sobre esta materia entre los contratos, deben adoptarse medidas que permitan unificar su régimen. En este sentido es lógico aceptar que Ecopetrol consideró que era necesario dar el mismo tratamiento en esta materia a todos los contratos  objeto del Plan, sin que ello implicara desconocer la existencia de los mismos.

Por otra parte, BPXC  hace referencia a lo que se señaló en el Comité Ejecutivo Ad-Hoc, para demostrar que para Ecopetrol los costos que fueron objeto de glosa, estaban comprendidos dentro de aquellos que debían ser reembolsados.

A este respecto se observa que en el Comité Ejecutivo Ad-hoc No 1 se expresó lo siguiente:

“Acto seguido la Asociada señaló que debían distinguirse los costos relativos a actividades que beneficiaban a todos los socios individualmente y sin considerar  un proyecto particular, de aquellos ligados a un proyecto determinado. En el primer caso se encuentran los costos relativos al mejoramiento de las relaciones en Casanare y los de financiación, los cuales deben ser compartidos y reconocidos y pagados  cuando se genere el costo.  Es decir, se trata de actividades cuyos costos deben pagarse independientemente de la declaratoria o no de comercialidad por Ecopetrol. En esta categoría se encuentran los siguientes: Plan para definir financiación; suministro de agua para Yopal; Asistencia a las Comunidades.

“En el segundo grupo se encuentran los costos relativos a permisos y licencias ambientales y la ingeniería preliminar, los cuales están íntimamente vinculados  a un proyecto particular y, por tanto,  deberán ser asumidos  en tal etapa precomercial  por los socios y reembolsados por Ecopetrol a partir de la declaratoria de comercial, pero reconociendo un interés a los socios privados.

“Ecopetrol manifestó que estaba de acuerdo con las dos categorías de costos que encontraba apropiada la clasificación. Indicó que resultaba difícil entrar a definir cada costo y que no estaba de acuerdo con el concepto de préstamo de los socios privados, puesto que el riesgo era enteramente de la Asociada” (se subraya).

Como se desprende del texto del acta del Comité Ejecutivo, fue la Asociada la que propuso una clasificación de los costos y dentro de una de las categorías incluyó los costos de permisos y licencias ambientales. Si bien, Ecopetrol aceptó la clasificación en dos grandes categorías no se puede concluir que indudablemente aceptó que dentro de los costos directos se incluían los costos ambientales. En efecto, el punto central de la discusión no era ese, sino la clasificación de los gastos, y si los mismos beneficiaban a todos los socios o a un proyecto particular. 

1.3.4. DECISIÓN:

En mérito de lo expuesto, este Panel determina que Ecopetrol no está obligada contractualmente a reembolsar la suma de US $3.148.630 correspondiente al Control Ambiental de los Pozos Floreña C3 y Pauto Sur B1 del Contrato. 

2. DESACUERDOS REFERIDOS A LOS CONTRATOS DE ASOCIACIÓN DE “SANTIAGO DE LAS ATALAYAS”, “TAURAMENA” Y “RIO CHITAMENA”.-  
2.1. CARGOS EXTEMPORÁNEOS:

2.1.1. EL DESACUERDO:

Se refiere esta discrepancia a la inclusión en la Cuenta Conjunta de los Costos Directos de Explotación o Producción consistentes en erogaciones, gastos y expensas de nacionalización, fletes e inspección de materiales  (cuenta Burden de Brocas en Consignación) y estudios y trabajos previos a la construcción de sitios y vías de acceso para la perforación de pozo no definidos (saldo AFES años 1992-1995) que asciende a la suma de US $3.722.997, que no fueron cargados a la Cuenta Conjunta en los años en que se realizaron.

Este desacuerdo se consagró en las Actas de las reuniones de los Comités Ejecutivos Quincuagésimo Octavo del Contrato de Asociación Santiago de las Atalayas, Quincuagésimo Quinto del Contrato de Asociación Tauramena y Quincuagésimo Primero del Contrato de Asociación Rio Chitamena, realizadas el 26 de marzo de 2004.

2.1.2. POSICIONES DE LAS PARTES: 

A) POSICIÓN DE BPXC, TEPMA y BP SANTIAGO OIL COMPANY:

Señalan BPXC, TEPMA y BP SANTIAGO OIL COMPANY que en desarrollo de sus obligaciones como Operador de los contratos, BPXC incurrió en erogaciones monetarias por Operaciones Conjuntas que son de cargo de la Cuenta Conjunta y por ello piden que se incluyan en la misma la suma correspondiente a Cargos Extemporáneos pero que fueron debidamente presupuestados y relacionados con pozos de desarrollo de la Operación Conjunta. A tal efecto precisan que en las cuentas del año 2000 el Operador incluyó en la Cuenta Conjunta de SDLA, TAURAMENA y RIO CHITAMENA unos cargos por gastos y expensas realizadas entre 1992 y 1999, todos ellos relacionados con pozos de desarrollo de los campos Cusiana y Cupiaga. En la auditoria adelantada por Ecopetrol en los años 2001 y 2002, ésta rechazó los cargos correspondientes a períodos anteriores, por no haberse presupuestado estos cargos para el año 2000 y no haberse aprobado por el Comité Ejecutivo la inclusión de estos gastos en la Cuenta Conjunta.

Expresan que los gastos cargados habían sido previa y oportunamente incluidos en los presupuestos de los pozos a desarrollar entre los años 1992 y 1999. Además, en diversos subcomités técnicos, BPXC solicitó aprobación para iniciar los procesos de invitación a cotizar la adquisición de bienes y servicios que se cargarían a los AFES 26000 y 25900, y posteriormente, BPXC informó sobre el contratista elegido y solicitó la aprobación para proceder a adjudicar el contrato respectivo. Sin embargo, fue en el año 2000 que el Operador advirtió que algunos de los costos de estudios y los trabajos previos de construcción  de las locaciones y la perforación de los pozos se habían realizado y los servicios se habían prestado en beneficio de la Cuenta Conjunta, pero no se habían cargado a los pozos por omisión del Operador y por ello procedió a distribuirlos entre los distintos AFES  de cada pozo construido y perforado entre 1992 y 1995. En relación con el Burden de BROCAS el Operador manifestó que en ella se registraban los gastos adicionales necesarios para disponer del stock importado de brocas, tales como nacionalización, fletes e inspección de materiales. Estos gastos debían transferirse proporcionalmente a cada broca que fuera consumida. El Operador admitió que por un error tales costos no habían sido cargados a la Cuenta Conjunta  y por tanto reembolsados por Ecopetrol ni por los socios privados del operador. El error se originó en la utilización de AFES especiales mientras se abrían los de cada pozo, que no se cargaron a la Cuenta Conjunta por no haberse definido los pozos futuros. Ecopetrol conocía de los AFES y de la práctica, pues al aceptar abrir las licitaciones y adjudicar los contratos, las partes en los subcomités técnicos señalaban a que AFES  serían cargados los costos. 

Agregan que la tesis de Ecopetrol que se opone a aceptar estos cargos por extemporáneos, riñe con lo estipulado, pues en el contrato se otorga un plazo para examinar y revisar las cuentas del Operador. Ese término no fue establecido para que el Operador efectúe cargos a la Cuenta Conjunta debidamente presupuestados y obtenida la aceptación de los subcomités técnicos. Además, el Operador no responde por los errores que no provengan de culpa grave o dolo y el haber omitido incluir unos gastos de la Operación Conjunta en las cuentas mensuales del mes y año en que se realizaron, habida cuenta de la complejidad de las operaciones, el volumen de las transacciones y las novedosas estrategias de contratación no  constituye culpa grave. Explican que no sólo los Contratos no contemplan un plazo preclusivo del derecho del operador para que se le rembolsen los gastos de la Operación Conjunta, sino que la ley no establece una prescripción o caducidad del derecho del mandatario o gestor de negocios. En su escrito posterior del 30 de noviembre de 2005, manifestaron que los cuatro Contratos de Asociación son diferentes, por lo que no es posible aceptar las afirmaciones de Ecopetrol que se fundan sólo en el contrato de PIEDEMONTE. Señalan que en la obra del Doctor Hinestrosa, que invoca Ecopetrol para hacer referencia a una caducidad negocial,  no hay base para esta supuesta caducidad, pues según él advierte, la Corte Suprema de Justicia expresa que no se pueden modificar ni para incrementar ni disminuir los términos de caducidad o prescripción.

B) POSICIÓN DE ECOPETROL:

Por su parte, Ecopetrol solicita que se declaren correctas las glosas de auditoria de Ecopetrol en los Contratos de Asociación de SANTIAGO DE LAS ATALAYAS, TAURAMENA y RIO CHITAMENA, entre otros, por los costos  denominados “Cargos Tardíos o Extemporáneos”. Señala que los Contratos SDLA-TAURAMENA y RIO CHITAMENA se agruparon como si fuera uno sólo, por lo cual se dio un manejo unificado a la cuenta conjunta regulada por el “Plan de Explotación Unificada de la Estructura Petrolífera de Cuisiana”. Expresa Ecopetrol que se rechazaron los cargos extemporáneos por no haberse incluido estos costos tardíos en el presupuesto del año 2000. Advierte que el Comité Ejecutivo durante el año 2000 no aprobó cargos a la Cuenta Conjunta por este concepto, por lo que el Operador no podía excederse en US $3.7 millones de dólares en la ejecución del presupuesto aprobado. Afirma que no puede pensarse que el Operador pudiese sin límite de tiempo presentar nuevos cargos a la cuenta conjunta.  Agrega que el Operador debe presentar un estado mensual de cuentas que involucre todos los rubros que afectan la cuenta conjunta, el cual debe reflejar la realidad del momento, es decir debe relacionar los cargos efectuados antes de la terminación del mes. Posteriormente a la presentación del estado de cuenta corre un plazo perentorio de un año para los Contratos de SANTIAGO DE LAS ATALAYAS y TAURAMENA y dos años para el contrato de Asociación de Petróleos Sector RIO CHITAMENA, para que las partes corrijan u objeten la cuenta, plazo que una vez vencido, tiene la consecuencia contractual de que se considera la cuenta final y correcta. Explica, adicionalmente, que en el examen de los Cargos Extemporáneos aparecían gastos que eran de BPXC como parte Asociada y de la Etapa de Exploración y como operador en la Etapa de Explotación y carecían de soportes contables. Agrega que el plazo de dos años constituye una caducidad negocial, según lo expresa el doctor Fernando Hinestrosa en su libro Tratado de las Obligaciones, por lo que no podrían registrarse los cargos en la cuenta conjunta después de enero de 2000. 

2.1.3. CONSIDERACIONES DEL PANEL DE AMIGABLES COMPONEDORES:

A) EL CONTRATO: 

Fundamentalmente el Desacuerdo de las partes gira en torno al alcance del numeral 22.7 de  la cláusula vigésima segunda de los Contratos de Asociación, el cual dispone:

“22.7. Los estados mensuales de cuenta de que trata la Cláusula 22.4 podrán ser revisados u objetados por cualquiera de las partes hasta un año después de la terminación del año calendario a que corresponden, especificando claramente las partidas corregidas u objetadas y la razón correspondiente. Cualquier cuenta que no haya sido corregida u objetada dentro de este período se considerará final y correcta.”

Debe advertirse que en el Contrato de Asociación Rió Chitamena el término previsto es de dos años para revisar y objetar la cuenta.

B) HECHOS PROBADOS: 

Se encuentran acreditados los siguientes hechos:

1. Que en el ejercicio del año 2000 dentro de los cargos efectuados por el Operador se incluyeron unos cargos que no fueron incluidos en el presupuesto de dicha anualidad por $3.722.997. 

2. Que dichos cargos fueron rechazados en su momento por Ecopetrol
 porque en el presupuesto aprobado para el año 2000 no se aprobó el rubro de costos tardíos y porque las partes tienen hasta dos años después de la terminación del año calendario a que corresponden las cuentas, para la revisión de los cargos hechos y presentar las objeciones, lo que no se cumplió
.

3. Que los presupuestos que se aprueban no incluyen el detalle de gastos de nacionalización de brocas ni de los estudios ni trabajos previos a la construcción de vías y perforación de pozos
.

4. Que de acuerdo con las Actas de las reuniones del Comité Ejecutivo de de los Contratos de Asociación el presupuesto ejecutado fue inferior a lo presupuestado
 en los años 1993, 1994, 1995 y 1996. De otra parte, en el año 1997 y 1998  hubo una sobrejecución
, pero la misma no sobrepasa en 10% el presupuesto aprobado. Así mismo, en el año 1999 se ejecutó la totalidad del presupuesto
. 
5. Que el asesor contable considera que “los gastos de flete y manejo que reclama BPXC, distribuidos en el año 2000, a los AFES o proyectos de las operaciones conjuntas tienen relación directa con los proyectos y/o contratos aprobados por los correspondientes comités de las respectivas asociaciones entre 1995 y 1999, por consiguiente se entienden presupuestados y autorizados”.

6. Que así mismo el Asesor Contable considera que “los costos de los estudios y trabajos previos que reclama BPXC, distribuidos en el año 2000, a los AFES o proyectos de las operaciones conjuntas tienen relación directa con los proyectos desarrollados aprobados por los correspondientes comités de las respectivas asociaciones entre 1992 y 1995, por consiguiente se encuentran presupuestados y autorizados.”

C) ANÁLISIS JURÍDICO:

En primer lugar, el Panel debe precisar que su análisis se debe circunscribir a las objeciones que en su momento fueron realizadas por Ecopetrol.

En segundo término, se debe observar que entre las partes hay desacuerdo tanto acerca de la posibilidad de incluir en la cuenta conjunta gastos extemporáneos, transcurrido el plazo contemplado en la cláusula vigésima segunda, numeral 22.7, de los Contratos de Asociación, como respecto del hecho de que el Comité Ejecutivo hubiese aprobado los gastos que se reclaman (respuesta de  Ecopetrol del 7 de diciembre de 2005 a la pregunta de los Amigables Componedores).

En tercer lugar, es necesario precisar el alcance del “Plan Integral para la Explotación Unificada de la Estructura Petrolífera de Cuisiana en las Áreas bajo los Contratos de Asociación SDLA, Tauramena y Rió Chitamena”, celebrado entre Ecopetrol,  BPXC, Total Exploratie en Produktie y Triton Colombia.

A tal efecto, el artículo 3º  de dicho Plan dispone:

“3.1. El propósito de este Convenio es establecer disposiciones dirigidas a la Conservación de los recursos naturales, la protección del medio ambiente, evitar el despilfarro, maximizar la recuperación económica para todas las partes durante la explotación de la Estructura Petrolífera de Cuisiana de manera técnicamente eficiente y útil, conforme a los procedimientos que gozan de aceptación general dentro de la industria petrolera.

“3.2. Cada una de las Partes se reserva los derechos que tenga o que pueda llegara a tener bajo cada uno de los Contratos de Asociación, y cada uno de los Contratos de Asociación permanecerá sin modificación y en total vigencia con excepción de las disposiciones específicas bajo este convenio….”

Si se examinan las cláusulas contractuales que se dejan transcritas, se encuentra que el Plan Integral para la Explotación Unificada no implicó una unificación de los Contratos de Asociación, los cuales se mantuvieron en su texto original, en todo aquello que no fuera modificado por dicho plan.

Ahora bien, en lo que se refiere al régimen de los gastos que puede realizar el Operador se encuentra que en el Contrato de Asociación de Tauramena se establece en el numeral 11.3 de la cláusula décima primera que: “Los programas y presupuestos tienen por objeto principalmente: 11.3.1. Determinar las operaciones por realizar durante el año calendario siguiente; y 11.3.2. Determinar los gastos e inversiones que el Operador está facultado para efectuar.” (se subraya). El numeral 11.5 de la misma cláusula establece: “El Operador efectuará todos los gastos e inversiones y llevará a termino las operaciones de desarrollo y producción de acuerdo a los programas y presupuestos a que se refiere la cláusula décima primera (numeral 11.1), sin exceder en diez por ciento (10%) el presupuesto total para cada año, salvo autorización de las partes para casos especiales.” (se subraya). El numeral 11.6 de esta cláusula dispone: “El Operador por su sola voluntad no iniciará ningún proyecto, ni cargará a la Cuenta Conjunta gastos no aprobados en el presupuesto que excedan la suma de veinte mil dólares (US $20.000) o su equivalente en moneda colombiana por proyecto o por trimestre” (se subraya). La cláusula décima novena establece como función del Comité Ejecutivo la de aprobar los presupuestos de gastos y “19.3.11. Autorizar al Operador para celebrar contratos en nombre de la operación conjunta y cuyo valor exceda la suma de veinte mil dólares de los Estados Unidos de América (US $20.000) o su equivalente en moneda colombiana” (se subraya). Igualmente la cláusula trigésima dispone en su numeral 30.3: “Del valor de los gastos en que incurra y los contratos que celebre el Operador por cuantía superior a veinte mil dólares de los Estados Unidos de América (US $20.000) o su equivalente en pesos colombianos sin que oportunamente hubieran sido autorizados por el Comité Ejecutivo, el único responsable ante terceros será el Operador, quien por tanto, asumirá la totalidad del valor correspondiente. Empero el beneficio o incremento patrimonial resultante de estos gastos, pertenecerá a las Partes en proporción a su interés en la operación”. (se subraya). Vale la precisar que por Otrosí suscrito el 28 de abril de 1995, protocolizado por Escritura Pública No 2394 del 6 de junio del mismo año de la Notaria 42 del Circulo de Bogotá, se modificaron los numerales 11.6 de la cláusula décima primera, 19.3.6 y 19.3.11 de la cláusula décima novena y 30.3 de la cláusula trigésima, en el sentido de incrementar las cuantías que en dichas cláusulas se mencionaban a doscientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América (US $250.000).

Una regulación semejante se encuentra en el Contrato de Exploración y Explotación para el Sector Santiago de las Atalayas
 y en el Contrato de Asociación de Petróleos Sector Río Chitamena
. 

Como se puede apreciar, la aprobación de los programas y presupuestos y la autorización de los contratos de cierta cuantía, cumple un papel fundamental en los Contratos transcritos. Por consiguiente, de acuerdo con ellos para que un gasto pueda ser cargado a la Cuenta Conjunta es necesario que el mismo haya sido contemplado en el Presupuesto, teniendo en cuenta el margen adicional del diez por ciento que contemplan los contratos, y cuando sobrepase cierta cuantía, que sea autorizado por el Comité Ejecutivo. De esta manera, si el gasto se encontraba incluido en el Presupuesto o estaba dentro del margen que al respecto contemplan los contratos, está en principio autorizado y debe ser asumido por la Cuenta Conjunta, salvo que tuviera determinada cuantía, evento en el cual se requiere la autorización del Comité Ejecutivo. 

En perfecta concordancia con lo anterior, los Contratos de Asociación de Tauramena y Río Chitamena, claramente establecen la responsabilidad del Operador para los casos en que se efectúe un gasto que no hubiera sido autorizado en los términos del Contrato. Debe destacarse que en esta cláusula no se previeron otros supuestos en que el Operador debería asumir la responsabilidad del gasto, como sería, siguiendo la tesis de Ecopetrol, las hipótesis en las cuales se solicitara un reembolso tardío después de dos o tres años.

Por consiguiente, a la luz de estas estipulaciones el hecho de que no se hubiese autorizado específicamente que se incluyera el reembolso de dichos gastos al aprobar el presupuesto del año 2000, no significa que los mismos no deben reembolsarse, siempre que tales gastos hayan cumplido en su momento los requisitos contractuales, esto es, que hayan sido presupuestados o estén dentro del margen adicional que autorizan los contratos y se hayan autorizado los contratos respectivos.

Ahora bien, Ecopetrol sostiene que por razón de las reglas contractuales que regulan la posibilidad de objetar los estados de cuenta del operador, este último no puede hacer reclamos una vez transcurrido el plazo previsto para formular glosas o correcciones.

Desde este punto de vista se observa:

El Contrato de Asociación de Tauramena dispone:

“22.4 El Operador presentará mensualmente a las partes, y dentro de los treinta (30) días calendarios siguientes a la terminación de cada mes, un estado mensual en el cual mostrará las sumas anticipadas, los gastos efectuados, las obligaciones pendientes, y un informe de todos los cargos y créditos hechos a la Cuenta Conjunta, informe que se elaborará de acuerdo con el Anexo B…”

“…

 “22.7. Los estados mensuales de cuenta de que trata la Cláusula vigésima segunda (numeral 22.4) podrán ser revisados u objetados por cualquiera de las partes hasta un (1) año después de la terminación del año calendario a que corresponden, especificando claramente las partidas corregidas u objetadas y la razón correspondiente. Cualquier cuenta que no haya sido corregida u objetada dentro de este período se considerará final y correcta.”

Los Contratos de Asociación de Santiago de las Atalayas
 y Rio Chitamena
 contienen reglas semejantes.

De dichas cláusulas se desprende, de una parte, el deber para el Operador de incluir en los estados mensuales los gastos efectuados y de la otra un procedimiento para revisar y objetar los estados de cuenta. Las cláusulas mencionadas tienen en los tres contratos redacciones análogas y la diferencia entre ellas es el plazo previsto para que se puedan revisar u objetar los estados mensuales. Dichas cláusulas no ofrecen ninguna duda acerca de que si transcurre el plazo sin objeciones de las partes, la cuenta se considera final  y correcta. Este efecto, en el fondo corresponde a que el contrato le ha otorgado al silencio de las partes el valor de una manifestación de aceptación de la cuenta, lo cual es perfectamente válido si se tiene en cuenta que la doctrina señala que el silencio no obliga salvo aquellos casos en que la ley o las partes lo han establecido
. Desde este punto de vista no contemplan las cláusulas un término para ejercer un derecho ante la jurisdicción y por tal razón, a juicio de los amigables componedores no se trata en sentido propio de una modificación de un plazo de prescripción o caducidad.

Ahora bien, la tesis de Ecopetrol es que la cláusula 22.7 debe aplicarse a los cargos que por error no fueron incluidos. Por el contrario BPXC considera que ello no es así.

Al respecto debe observarse, en primer lugar, que la cláusula en referencia regula una facultad de glosa de las Partes y los contratos definen quienes son las Partes y establecen que lo son Ecopetrol y La Asociada y los cesionarios de uno y otro (cláusula 4º del Contrato de Exploración y Explotación para el Sector Santiago de las Atalayas, Cláusula 4ª, numeral 4.18, del Contrato de Asociación Sector Río Chitamena y del Contrato de Asociación Sector Tauramena). Por otro lado, los contratos al regular el control técnico de las operaciones, disponen: “Para todos los fines de este contrato, el Operador será considerado como una entidad distinta de las partes…”(cláusula décima del Contrato de Exploración y Explotación para el Sector  Santiago de las Atalayas, Contrato de Asociación Sector Río Chitamena y Contrato de Asociación Sector Tauramena). Por consiguiente, interpretado literalmente el numeral 22.7 de la cláusula vigésima segunda,  lo que el mismo dispone es el término que tienen las Partes, esto es, los Asociados, y no el Operador, que se considera distinto a ellos,  para glosar las cuentas que éste presente. Lo anterior, además, se confirma si se observa que el numeral 22.4 de la cláusula 22 dispone que el Operador presentará mensualmente “a las partes” los estados mensuales de gastos. Por consiguiente, cuando la cláusula regula las partes no incluye al operador. 

Ahora bien, las cláusulas de los contratos establecen a continuación que “Cualquier cuenta que no haya sido corregida u objetada dentro de este período se considerará final y correcta”. Si bien esta estipulación se refiere en principio al efecto del silencio de las Partes a quienes se comunica una cuenta, al mismo tiempo ha de tenerse en cuenta que tal silencio se refiere a una cuenta presentada por el Operador. Por consiguiente, este efecto que el contrato contempla es predicable tanto frente al Operador como frente a las Partes. No sería razonable entender que mientras que para el Operador, que es quien debe preparar la cuenta incluyendo todos los gastos realizados, la misma sea provisional, y para quien la pueda revisar, ella se considere final y correcta, transcurrido el plazo correspondiente. 
De esta manera, en el fondo, de acuerdo con el contrato transcurrido el término previsto por el mismo, hay un acto en que se determina la cuenta, que surge tanto de la voluntad del Operador al presentar la cuenta como de los Asociados al no objetarla.

Como quiera que de acuerdo con el Diccionario de la Lengua Española la expresión final significa “Que remata, cierra o perfecciona una cosa”, el hecho de que el contrato haya previsto que la cuenta es final y correcta implica que en principio la misma no puede ser objeto de modificaciones posteriores. 

Ahora bien, cuál es el alcance del hecho de que la cuenta sea final y correcta? Desde el punto de vista de las partes a quienes se presenta la cuenta la misma sólo puede ser final y correcta en lo que ella contiene, pues respecto de lo que no se ha sometido a su consideración no puede entenderse que existe aprobación. Así las cosas, si la cuenta sólo es final y correcta frente a las partes en lo que se les ha presentado, de igual manera tal efecto sólo puede predicarse con el mismo alcance para el Operador. Por consiguiente, el hecho que la cuenta sea final y correcta no impide que posteriormente se reclamen conceptos que no estaban contenidos en la cuenta.

Por otra parte, cabe preguntarse si la conclusión anterior cambia por el hecho de que el Operador tiene la obligación de incluir en sus cuentas mensuales los gastos realizados. Es claro que si el Operador omitió incluir en su cuenta mensual un gasto que de acuerdo con el contrato debió estar incluido en el mismo, incumplió el deber que le impuso el contrato, sin embargo, ello no necesariamente implica que pierda el derecho a reclamar dicho gasto. En efecto, salvo los casos de prescripción o caducidad, la demora en reclamar el ejercicio de un derecho no determina su extinción y sólo da 
lugar al pago de los perjuicios causados. Así, si el acreedor incurre en mora creditoria, porque no recibe el pago, deberá indemnizar al deudor los perjuicios que se causen como es, por ejemplo, el costo de conservación de las cosas debidas, pero no pierde el derecho a reclamar. Por lo demás, la omisión en reclamar un derecho por si sola no puede asimilarse a la renuncia del mismo. 

Por lo demás, la conclusión anterior es armónica con los principios generales que regulan la materia.

En efecto, según lo disponen los propios contratos
 el Operador tiene una serie de obligaciones de hacer de variado contenido. En todo caso en aquellos eventos en los que celebra actos jurídicos con cargo a la Cuenta Conjunta, está actuando como mandatario, pues precisamente este negocio jurídico se caracteriza por la realización de actos jurídicos por cuenta ajena. 

Ahora bien, al regular el mandato la ley (artículo 2184 del Código Civil) impone al mandante la obligación de “reembolsarle  (al mandatario) los gastos razonables causados por la ejecución del mandato”.  Así mismo, establece el deber del mandatario de rendir cuentas de su gestión (artículos 2181 del Código Civil y 1268 del Código de Comercio), las cuales obviamente podrá objetar o aprobar el mandante. 
Al regular el mandato la ley no contempla expresamente cuál es el efecto de la aprobación de una cuenta;  sin embargo, tanto de la legislación colombiana, como del derecho comparado y de la tradición jurídica se desprende que se puede reclamar frente a una cuenta aprobada cuando hay errores u omisiones.

En efecto, el artículo 880 del Código de Comercio
 dispone que “El comerciante, que al recibir una cuenta pague o dé fini​quito, no perderá el derecho de solicitar la rectificación de los errores, omisiones, partidas duplicadas u otros vicios de la cuenta.” De acuerdo con el Diccionario de la Lengua el finiquito es el “Remate de las cuentas, o certificación que se da para constancia de que están ajustadas y satisfecho el alcance que resulta de ellas”. Como se puede apreciar, el estatuto mercantil reconoce el derecho de quien paga o aprueba una cuenta de solicitar la rectificación de ella. Los Códigos de Procedimiento Civiles Franceses
 e Italianos
 también reconocen esta posibilidad y la misma se deriva la tradición histórica
. Esta posibilidad obedece al hecho de que en el fondo al aprobar una cuenta puede existir un error. Igual puede ocurrir al presentarla.

En este sentido la posibilidad de solicitar la rectificación de una partida de la cuenta es plenamente congruente con los principios que rigen el consentimiento, pues para que la misma sea vinculante debe estar desprovisto de error, fuerza o dolo. Además, no sobra señalar que el error puede recaer sobre la propia prestación e invocarse como vicio del consentimiento
, salvo cuando el mismo es inexcusable
.

Ahora bien, en todo caso para que pueda reclamarse por un cargo que no se incluyó deben respetarse los términos de prescripción o caducidad. Desde este punto de vista cabe preguntarse cuál es la jurisdicción competente para conocer de los conflictos derivados de los contratos de asociación, pues los términos para ejercer los derechos derivados de un contrato son diferentes si la competencia para conocer de los procesos respectivos es de la justicia ordinaria o de la contencioso administrativa. A este respecto debe observarse que los contratos de asociación celebrados por Ecopetrol se sujetan a “la legislación especial que les sea aplicable” (artículo 76 de la ley 80 de 1993). No obstante lo anterior, son contratos estatales, en el sentido en que de ellos es parte una entidad estatal, en los términos del artículo 2º de la ley 80 de 1993. Por consiguiente, y como quiera que el Consejo de Estado ha venido sosteniendo que la competencia para conocer de las controversias relativas a contratos estatales corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa
, independientemente del régimen jurídico aplicable, ha de concluirse que las controversias en relación con los contratos estatales son de competencia de la jurisdicción contenciosa, lo cual implica que el pago de la partida omitida puede solicitarse dentro del término de caducidad previsto en el Código Contencioso Administrativo.

Desde este punto de vista, debe observarse que el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, tal como fue modificado por el artículo de la ley 446 de 1998, dispone en lo pertinente:

“Artículo 136. Caducidad de las acciones.

“10. En las relativas a contratos, el término de caducidad será de dos (2) años que se contará a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento.

En los siguientes contratos, el término de caducidad se contará así:

a) En los de ejecución instantánea, a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes a cuando se cumplió o debió cumplirse el objeto del contrato;

b) En los que no requieran de liquidación, a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes, contados desde la terminación del contrato por cualquier causa;

c) En los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada de común acuerdo por las partes, a más tardar dentro de los dos (2) años, contados desde la firma del acta;

d) En los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada unilateralmente por la administración, a más tardar dentro de los dos (2) años, contados desde la ejecutoria del acto que la apruebe. Si la administración no lo liquidare durante los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo convenido por las partes o, en su defecto del establecido por la ley, el interesado podrá acudir a la jurisdicción para obtener la liquidación en sede judicial a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes al incumplimiento de la obligación de liquidar;”

De esta manera, como se puede apreciar al regular de manera específica las acciones contractuales la ley distingue entre los contratos de ejecución instantanea y los de ejecución sucesiva, y por otro lado distingue entre contratos que requieren liquidación y aquellas en los cuales ella no procede. En el presente caso es claro que el contrato de asociación es de ejecución sucesiva. Ahora bien, dichos contratos no contemplan expresamente una liquidación final; sin embargo, dada su naturaleza, parece razonable que la haya, por lo cual deberán aplicarse las reglas de caducidad que toman en cuenta si existió o no liquidación. En todo caso, y aun cuando el contrato no requeriera liquidación, es claro que no han transcurrido los términos contemplados en los literales b), c) y d) del numeral 10 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, por lo cual debe concluirse que es pertinente solicitar el pago de las partidas omitidas.

Por otra parte, si se concluyera que debe aplicarse el término de prescripción de la ley civil, ha de observarse que la ley no establece un término especial para estos casos.  De conformidad con el artículo 2536 del Código Civil el término de prescripción de la acción ordinaria era de veinte años. Dicho término fue reducido a diez años por la ley 791 de 2002. Ahora bien, como los gastos a que se refiere el descuerdo ocurrieron con anterioridad al año 2002, es decir, la prescripción comenzó a correr bajo la ley anterior, para determinar el régimen aplicable debera acudirse  a lo dispuesto por el artículo 41 de la ley 153 de 1887, que le otorga al prescribiente (esto es  a quien adquiere el bien por la prescripción adquisitiva o se libera de la obligación por la extintiva), la posibilidad de escoger la ley antigua o la ley nueva, “pero eligiéndose la última, la prescripción no empezará a contarse sino desde la fecha en que la ley nueva hubiere empezado a regir”. En el presente caso, bien sea que se aplique el término del Código Civil o el término de la ley nueva, a partir del momento en que esta comenzó a regir, se encuentra que no ha operado la prescripción.

Así las cosas, ha de concluirse que BPXC puede cobrar un cargo que no haya incluido oportunamente en las cuentas mensuales, siempre y cuando corresponda al presupuesto del año en que se realizó, y el contrato respectivo haya sido autorizado por el Comité Ejecutivo, cuando su valor sobrepase el valor establecido para el efecto en los contratos.

En el presente caso se encuentra lo siguiente:

Por una parte el asesor contable explicó la razón por la cual se manejaban las cuentas en la forma señalada por BPXC y la forma en que se produjo el error, el cual a juicio del Panel es es razonable
.

Por otra parte, como ya se dijo, las dos partes señalan que los presupuestos que se aprueban no incluyen el detalle de los gastos de nacionalización de brocas ni de los estudios y trabajos previos para construcción de vías y perforación de pozos.

En cuanto se refiere al hecho de si dichos cargos estaban o no incluídos en el presupuesto aprobado y si los contratos estaban incluidos en los mismos, el perito expresó En relación con el rubro de Gastos de nacionalización, fletes e inspección de materiales (cuentas Burden) US $1.281.759:

“Los cargos registrados en la cuenta de flete y manejo en el año 2000, fueron distribuidos por el operador entre todos los proyectos en proporción directa al costo de los materiales utilizados en cada uno de ellos de 1995 a 1999. Los presupuestos de los  proyectos afectados por esta distribución que corresponden a pozos de desarrollo fueron aprobados por el Comité Ejecutivo de la Asociación en la respectiva vigencia en la cual fueron desarrollados. Lógicamente que no puede haber una aprobación especifica para el flete y manejo, sino para cada proyecto y cada contrato de suministro e instalación de los cuales el flete y manejo es inherente, que debieron por deducción lógica haber quedado subejecutados en cada una de las vigencias. En conclusión, en mi opinión los gastos de flete y manejo que reclama BP, distribuidos en el año 2000, a los AFES o proyectos de las operaciones conjuntas tienen relación directa con los proyectos y/o contratos aprobados por los correspondientes comités de las respectivas asociaciones entre 1995 y 1999, por consiguiente se entienden presupuestados y autorizados”.

Así mismo expresó en relación con los estudios y trabajos previos a la construcción de sitios y vías de acceso para perforación de pozos de desarrollo. US $ 2.441.238:

“El presupuesto de los proyectos afectados por la distribución tardía de estos valores y relacionados con los Contratos de Asociación Santiago de las Atalayas, Tauramena y Río Chitamena fue aprobado por el Comité Ejecutivo en cada una de las respectivas vigencias a nivel de proyecto y/o de contrato. Lógicamente que no puede haber una aprobación especifica para cada uno de los costos previos. En conclusión, en mi opinión los costos de los estudios y trabajos previos que reclama BP, distribuidos en el año 2000, a los AFES o proyectos de las operaciones conjuntas tienen relación directa con los proyectos desarrollados aprobados por los correspondientes comités de las respectivas asociaciones entre 1992 y 1995, por consiguiente se encuentran presupuestados y autorizados.”

Así las cosas, en la medida en que dichos costos corresponden a los proyectos presupuestados, los mismos, según expresa el asesor contable, fueron presupuestados y autorizados.

A este respecto debe observarse, además, que según afirma BPXC en comunicación del 22 de septiembre de 2003 dirigida a Ecopetrol y que se anexó al memorial del 22 de noviembre de 2004,  en los años 1992 a 1995 “la ejecución real en pozos fue inferior a la presupuestada”. Así mismo, se manifestó que se habían revisado los 43 contratos más representativos y “se constató que efectivamente habían cursado los trámites en el subcomité técnico”, para demostrar lo cual se anexó la lista de los 168 contratos con su monto y las actas con las aprobaciones. En cuanto a los burden de brocas se precisó así mismo en esa comunicación que “El costo del burden se estima dentro de cada AFE puesto que el burden entra al AFE  como un valor mayor de cada broca. Por este motivo hace parte de las aprobaciones solicitadas en su momento”.

Estas consideraciones de BPXC en su momento no fueron objeto de glosa u objeción alguna por parte de Ecopetrol, que limitó su observación al hecho de que los gastos habían sido incluidos extemporáneamente, por lo cual debe entender el Panel que en estos aspectos no hay reparo de Ecopetrol. Por lo demás, como ya se dijo, el Presupuesto ejecutado en los años 1993, 1994, 1995 y 1996 fue inferior a los presupuestado. Si bien en el año 1997 y 1998  hubo una sobrejecución
, la misma no sobrepasa en 10% el presupuesto aprobado, que autoriza el contrato. Así mismo, en el año 1999 se ejecutó la totalidad del presupuesto
. 

El Panel arriba así a la conclusión que la regulación contractual de las cuentas bajo las característica de finales y definitivas, apareja un mecanismo de información necesario dentro de la dinámica del contrato cuyas manifestaciones como prestaciones, giros e ingresos se generen cotidianamente, al propio tiempo el Panel destaca que las aludidos atributos en manera alguna podrían erigirse en fuente de prescripción o caducidad para la presentación de circunstancias sobrevinientes o de enmiendas de omisiones, dada su naturaleza contractual y la tipicidad legal que demandan aquellas. Tal es así que, como se señaló precedentemente, la legislación prevé lapsos adicionales para modificar o transformar las cuentas ya presentadas y ello es coherente con la consideración conforme a la cual, en adición a que sea la legislación la encargada de precisar hipótesis y términos de prescripción y caducidad, resulta extraño al ordenamiento jurídico que las cuentas presentadas no sean susceptibles de complementos, a partir de la revelación de nuevos hechos.  
2.1.4. DECISIÓN:

En mérito de lo expuesto, este Panel determina que con base en los Contratos de Asociación Santiago de las Atalayas, Tauramena y Río Chitamena se debe incluir en la Cuenta Conjunta de estos la suma de US $3.722.997 correspondientes a gastos por nacionalización, fletes e inspección de materiales (cuenta “Burden” de brocas en consignación) y por estudios y trabajos previos a la construcción de sitios y vías de acceso para perforación de pozos de desarrollo (saldo AFES años 1992-1995). 

2.2. MULTICICLONES:

2.2.1. EL DESACUERDO:

Las partes del Contrato de Asociación “Santiago de las Atalayas, Tauramena y Río Chitamena” han identificado, en las reuniones de los comités ejecutivos quincuagésimo octavo de la Asociación Santiago de las Atalayas, Quincuagésimo Primero de la Asociación Río Chitamena y Quincuagésimo Quinto de la Asociación Tauramena llevadas a cabo el 26 de marzo de 2004, su desacuerdo como mayores costos en los Multiciclones por un valor de US $ 789.000. (Acuerdo de amigable composición de fecha 21 de octubre de 2005, consideración número 5, numeral 5.2). 

2.2.2. POSICIONES DE LAS PARTES: 

A) POSICIÓN DE BPXC, BP SANTIAGO OIL COMPANY Y TEPMA: 

En cumplimiento de sus obligaciones relacionadas con pozos inyectores de gas en Etapa de Explotación en el campo Cupiaga, BPXC incurrió en erogaciones monetarias generadas por la adquisición de Multiciclones
. El propósito de la adquisición de tales equipos consistió en el mantenimiento en forma eficiente de la presión del yacimiento y la mejora de la recuperación de aceite. BPXC pretende el reembolso del cincuenta por ciento (50%) de estos costos, con fundamento en consideraciones tales como que los mismos son imputables a gastos directos por corresponder a inversiones de los pozos, también porque el proyecto Multiciclones fue aprobado conforme a las estipulaciones contractuales e igualmente que BPXC cargó a la Cuenta Conjunta US$ 1.699.454.95
.   

B) POSICIÓN DE ECOPETROL: 

Ecopetrol señala que el aumento de la cuantía del contrato se contrajo solamente a cuatro Multiciclones por un valor total de un millón de dólares para la ingeniería, compra y construcción de los mismos. Agrega que el Operador excedió la aprobación dada por Ecopetrol al haber incurrido en gastos por encima de las cuatro unidades y sobrepasando el valor de un millón de dólares. Añade que nunca aprobó incremento adicional al millón de dólares porque no recibió respuesta a solicitudes contenidas en cuatro comunicaciones   

2.2.3. CONSIDERACIONES DEL PANEL DE AMIGABLES COMPONEDORES:

A) EL CONTRATO: 

BPXC invoca las cláusulas cuarta numeral 4.16 de Tauramena
 y Río Chitamena
 y cuarta literal o) de Santiago de las Atalayas
, novena numeral 9.1 y vigésima Segunda numeral 22.2 de Los Contratos
. Ecopetrol afirma, a partir del contrato, que no hubo autorización alguna orientada a la ampliación de la cuantía originalmente señalada.

B) HECHOS PROBADOS:

De los escritos presentados por las Partes y sus anexos, el Panel encuentra acreditados los siguientes hechos:

1. Que  el Operador presentó una ejecución presupuestal final del proyecto, con ocasión del proyecto Multiciclones, por valor de US$ 1.789.000.oo, según Ecopetrol (mención hecha en el numeral 5.3.1., página 42 del documento de fecha 22 de noviembre que contiene los argumentos de los desacuerdos) o de US$ 1.699.454.95, según BPXC;

. Que Ecopetrol acepta que el correspondiente Sub Comité Técnico número 267 aprobó gastos imputables a ingeniería, compra de materiales y construcción de Multiciclones en cuantía de US$ 1.000.000.oo
, y

3. La ausencia de una expresa o inequívoca autorización impartida en los órganos competentes dentro de los mecanismos previstos en los instrumentos contractuales para aumentar la cuantía originalmente fijada.

C) ANÁLISIS JURÍDICO:

De los hechos acreditados surgen las siguientes consideraciones:

Las erogaciones que corresponden al desarrollo natural de un contrato de asociación se informan por el Operador en las instancias y con sujeción a los mecanismos aptos para tal propósito, como son los comités correspondientes y allí surge el inicio del registro de la dinámica del respectivo gasto.

Los gastos que se efectúen han de corresponder al desarrollo de las labores que sean conexas o dependientes de la Operación Conjunta, según la definición contractual correspondiente. El Panel aprecia que existe una tipicidad contractual conforme a la cual son admisibles, para los efectos de las prestaciones entre las Partes de los contratos materia de la amigable composición, aquellos que correspondan a noción de necesidad vista la funcionalidad de la operación y, ante todo, que sean ejecución de autorizaciones precedentes dadas en las instancias respectivas.

En contratos colaborativos, de común empeño recíproco en procura del logro contractual en este caso asociativo, las Partes indican de antemano unos criterios para que existan ciertos límites o ámbitos contractuales dentro de los cuales con relativa libertad, el Operador puede actuar, disponer recursos o atender determinadas prestaciones y aquellas que se ejecuten sobrepasando tales límites o restricciones corresponden a actos propios del Operador, sin capacidad de comprometer o generar vínculo alguno, en los términos del contrato que se analiza, respecto de otra Parte.

En tal sentido, en diversos acápites de los Contratos, se hacen diferentes precisiones, como que los gastos siempre han de contar con autorización del Comité Ejecutivo o que cuando los mismos carentes de dicha autorización corren por cuenta y riesgo de la Parte que los realiza, todo lo cual permite destacar que la premisa en este tipo de contratos de asociación, variante particular de convenios de colaboración empresarial, y principalmente en aquel que sirve de fundamento para los Desacuerdos identificados por las Partes, consiste en que sólo la voluntad concurrente de éstas es hábil para la producción de efectos con capacidad de afectación en la Cuenta Conjunta.         

Con tal orientación de los diversos contratos que se han analizado, algunas de cuyas previsiones contractuales se han transcrito, es admisible inferir que genéricamente gastos, inversiones, costos y obligaciones que se contraigan al desarrollo de las operaciones son integrantes o dependen de la Cuenta Conjunta; significa lo anterior que los gastos en el desarrollo de las operaciones para que instrumentalmente sean susceptibles de incorporación en la Cuenta Conjunta y, en tal medida, generen efectos patrimoniales entre las Partes, como el reconocimiento solicitado, deben corresponder directamente a gastos imputables a la operación y han de contar con previa autorización rituada.

Con referencia a los términos de los contratos, los gastos han de ejecutarse dentro de límites positivos (conexión directa con el desarrollo de operaciones) y negativos (sin exceder de una determinada cuantía o con atención de ciertos trámites); de manera que de los gastos susceptibles de reconocimiento ha de existir concomitancia con los límites positivos y ausencia de coincidencia con los límites negativos. 

En la regulación civil del contrato de mandato, por ejemplo, se señala que el desarrollo de la misión del mandatario no confiere naturalmente más que el poder de efectuar los actos de administración, de manera que excesos o actos que sobrepasen esos límites requieren poder especial. Se tiene, entonces, que si los actos que sobrepasen los límites del mandato exigen poder específico, resultan tanto más extraños a la tarea encomendada aquellas actuaciones realizadas más allá de tales límites o en abierta oposición o con prescindencia de la indicación o instrucción de la otra Parte, en el caso analizado. Existe sí autorización para proveer a los gastos de salvamento o de reducción del daño, asociados con situaciones de resguardo o salvaguarda con ocasión de episodios de emergencia tales como incendios, inundaciones o desastres, en general
, es decir, gastos indispensables para evitar su propagación o  expansión. 

En el caso analizado se tiene, entonces, que no media autorización precedente ni tampoco que se trate de gastos vinculados con situaciones de mitigación de adversidades propias de situación aflictiva o de reducción de sus efectos; se advierte sí, por el contrario, que se trata de una erogación originada en la sola voluntad del Operador y ajena a la concurrencia de voluntades requerida por el Contrato.   

Respecto de la consideración conforme a la cual una indemnización proveniente de un contrato de seguro habría lucrado a las partes del contrato de asociación, lo que constituiría fundamento del reconocimiento de los gastos reclamados, el Panel estima conveniente precisar que la indemnización que halla su origen en contrato de seguro resarce el estrago patrimonial asociado con un daño específico e indemniza al titular del interés asegurable (aquel que sufre el perjuicio), sin que de ello puedan deducirse acrecimientos patrimoniales particulares a los integrantes de la persona que ostente la titularidad de interés asegurable. Al Operador se le consideró como una entidad distinta de las Partes (Cláusula 10, numeral 10.3 del contrato de exploración y explotación para el sector Santiago de Atalayas), también del contrato de asociación de petróleos sector río Chitamena y del contrato de asociación sector Tauramena.

Del hecho que la indemnización proveniente del contrato de seguro emitido por aseguradora del exterior haya ingresado a la Cuenta Conjunta, no se infiere necesariamente que su vocación sea la de reponer un bien de equivalentes características. De las obligaciones previstas en Los Contratos relacionadas con la protección provista por contrato de seguro o de la indemnización proveniente del mismo, no existe ninguna concreta que imponga la necesidad de destinar la indemnización a alguna modalidad particular como reconstrucción o reposición del bien asegurado, sea con carácter absoluto de unicidad o exclusividad, sea con carácter relativo de preferencial. Tampoco lo está en la regulación operativa del procedimiento de contabilidad conforme al cual la indemnización se cargará a la Cuenta Conjunta.

Se sigue de lo anterior que la indemnización originada en el contrato de seguro habiendo ingresado a la Cuenta Conjunta, y sin ninguna restricción de destinación preferente o asignación única, cumplió su función resarcitoria y restituyó un daño irrogado a bien empleado para los fines del contrato de asociación, esto es, no se prevé destinación concreta de la indemnización.                   

De manera final y de los documentos aportados a los amigables componedores, el Panel no advierte motivo de confusión o el asomo de duda razonable respecto de la existencia de una autorización impartida en la instancia correspondiente, con el lleno de las respectivas formalidades, para incurrir en gastos superiores a un millón de dólares y, por ello, en la valoración integral que ha de efectuar de tales elementos de convicción, arriba a la conclusión que no hubo autorización previa. 

2.2.4. DECISIÓN: 

En merito de lo expuesto, este Panel determina que Ecopetrol no debe reconocer a favor del Operador la suma de US $ 699.454,95 por concepto del proyecto de Multiciclones.                

2.3. TRANSFORMANDO LA BASE:  

2.3.1. EL DESACUERDO:

Las partes del Contrato de Asociación “Santiago de las Atalayas, Río Chitamena y Tauramena” han identificado, en las reuniones de los Comités Ejecutivos Quincuagésimo Octavo de la Asociación Santiago de las Atalayas, Quincuagésimo Primero de la Asociación Río Chitamena y Quincuagésimo Quinto de la Asociación Tauramena, llevadas a cabo el 26 de marzo de 2004, un desacuerdo en cuantía de US$ 324.000.oo, correspondiente al reembolso solicitado por BPXC que representa el 50% de costos imputables o surgidos con fundamento en la  Cláusula Vigésima Segunda numeral 22.2 de los contratos
.

2.3.2. POSICIONES DE LAS PARTES: 

A) POSICIÓN DE BPXC, BP SANTIAGO OIL COMPANY Y TEPMA:  

BPXC pretende que Ecopetrol le reconozca la suma de US$ 324.000.oo por los gastos agrupados bajo la denominación de “Transformando la base” al entender que son “Costos Directos” y, en tal medida, susceptibles de reembolso en cuantía de 50% por Ecopetrol. De igual manera indica que de no entenderse que tales costos son “Gastos Directos” se precise que son materia de reembolso con base en lo previsto en la cláusula vigésima tercera numerales 23.1 y 23.2 del anexo B y, por tanto, Ecopetrol debe proceder a pagar a BPXC una tarifa por el uso del hardware y software adquiridos en virtud del proyecto “Transformado la base”.

B) POSICIÓN DE ECOPETROL:

Ecopetrol afirma que el proyecto fue autodenominado “Transformando la base” por el Operador, que corresponde a la ejecución de directriz de la casa matriz de BPXC, que del valor total del proyecto se cargó a la Asociación un 10% que equivale a US$ 324.000.oo, monto local de la modernización. Añade que en el Comité Ejecutivo cuadragésimo octavo de la Asociación “Santiago de las Atalayas” Ecopetrol glosó y no reconoció el pago correspondiente a la parte proporcional que le habría sido asignada por la ejecución del proyecto “Transformando la base”, como consecuencia de la falta de información, al propio tiempo que de la carencia de aprobación previa, generándose como consecuencia la asunción directa de tales costos por BPXC, según Ecopetrol
.

Para Ecopetrol, los gastos disputados imputables a “Transformado la Base” corresponden a liberalidad en el gasto en el cual habría incurrido BPXC; indica además que BPXC lo  reconoció como omisión involuntaria
.

2.3.3. CONSIDERACIONES DEL PANEL DE AMIGABLES COMPONEDORES:

A) EL CONTRATO: 

BPXC invoca la noción de “Costos Directos” vinculados con la aplicación de la Cuenta Conjunta en la cual se incluyeron los gastos necesarios para el proyecto denominado Transformando la Base, los cuales se descontaron directamente por Ecopetrol, por no corresponder a un gasto autorizado, es decir, el alcance de la cláusula transcrita precedentemente (Cláusula Vigésima Segunda, numeral 22.2). Ecopetrol, por su parte, señala que se trata de la aplicación del supuesto contractual previsto en la cláusula 30.3  

B) HECHOS PROBADOS: 

De los escritos presentados por las Partes y sus anexos, el Panel encuentra acreditados los siguientes hechos:

1. El  suministro de bienes por parte de BPXC que fueron empleados en labores del contrato;

2. Que dicho empleo se realizó sin autorización previa
;

C) ANÁLISIS JURÍDICO:

Con base en tales hechos para el Panel proceden las siguientes consideraciones:

La discusión se contrae a establecer si tales gastos, realizados sin contar con autorización previa, son imputables a un acto de liberalidad realizado por BPXC o si a pesar de carecer de dicha autorización, y en cuanto sirvieron para el desarrollo de las tareas propias del contrato, ameritan algún reconocimiento proveniente de Ecopetrol, sea el reembolso si fuese “costo directo”, sea el arrendamiento de los mismos o finalmente si han de ser asumidos directamente por BPXC como consecuencia contractual de la falta de autorización.

Para el Panel es claro que, en el presente caso, no hubo autorización previa alguna para incurrir en los gastos cuyo reconocimiento pretende BPXC; por el contrario hubo manifestaciones expresas en sentido opuesto al reembolso del gasto y, por tanto, un cotejo entre la referencia contractual objetiva y la actuación concluye en el hecho de falta de autorización obtenida con arreglo a los parámetros acogidos en Los Contratos.

Establecida la falta de autorización para la realización de tales gastos asociados con la “Transformación de la base” y siendo la consecuencia contractual de la misma la improcedencia de su reconocimiento, corresponde analizar lo relativo a la pertinencia del  reembolso proveniente u originado en el arrendamiento de tales bienes, al amparo de la respectiva previsión contractual
.

En aras de la congruencia y en relación con los términos del contrato de amigable composición, los cuales constituyen el referente objetivo de la actuación del Panel, se debe indicar que, en rigor, el desacuerdo en este aspecto tiene como materia de decisión lo relativo a si los mismos han de reconocerse como “Costo Directo”, es decir, que con sujeción a los límites de la amigable composición resultaría extralimitativa la comprensión como gastos de arrendamiento de tales erogaciones. La demarcación hecha por Ecopetrol y BPXC respecto de la Amigable Composición se orienta a establecer si los aludidos desembolsos constituyen o no “Costos Directos” y no se incluye mandato para precisión, definición o indicación expresa atinente a si su naturaleza es de contrato de arrendamiento y secuencialmente si los excesos de gastos son imputables a cánones surgidos con ocasión de dicho contrato. El Panel ha de tener en cuenta esa consideración de su ámbito funcional para la tarea de precisión y se circunscribirá a la primera labor, esto es, si son “Costos Directos”.          

Para el Panel la pretensión bien puede tener diversos fundamentos, con base en diferentes previsiones contractuales, pero no puede modificarse un gasto directo en canon de arrendamiento, a menos que sea resultado de un Costo Directo que sea precisamente tal canon y que haya sido autorizado previamente en las instancias pertinentes, tanto más como que una situación no puede revestir dos conceptos, es decir, ser costo directo y transformarse en canon de arrendamiento. En efecto, la cláusula 23 del anexo B se encuentra, en el numeral 23.1, estructurada para el arrendamiento de bienes propios de Ecopetrol o la Asociada vinculados con transporte, al paso que en el numeral 23.2 se regula el arrendamiento de equipos y herramientas, con exclusión de los equipos de perforación y de los denominados mayores. 

El Panel aprecia que la cláusula 23 del anexo B reglamenta la forma de determinación del valor del arrendamiento cuando se trata de desarrollo o concreción de las prestaciones de dicha modalidad contractual y, en manera alguna, de la creación o adecuación de un gasto como sería la del canon de arrendamiento; de igual manera entiende que en el contrato de asociación las partes concurren a su celebración con la expectativa recíproca de conjunción de esfuerzos para el logro del propósito común, en este caso, de explotación de campos petroleros y, por ello, el Operador podría contar con facultades de asignación de gastos o de disponer que un bien suscite gastos de arrendamiento, siendo fundamentalmente un ejecutor de mandatos precedentes contenidos en el Contrato de Asociación; un mandatario profesional en la gestión del objeto del contrato que prevé la previa autorización para la realización de determinados gastos como mecanismo contractual que, de un lado, le da certeza a los niveles admisibles de erogaciones permitiendo referentes objetivos para la ejecución y el entendimiento del contrato y, de otro, impide o disuade que éstos sean excesivos o carentes de conexión con los fines del contrato de asociación pero, ante todo, que sean las Partes las llamadas a definir y a validar mediante su voluntad coincidente los gastos propios del contrato, en las instancias correspondientes. Ello tiene manifestación genérica en el Contrato en la limitación de la sola voluntad de las Partes para adelantar proyectos o iniciar determinadas actividades o para cargar a la Cuenta Conjunta gastos que carezcan de previa autorización. 

Tal es así que el contrato prevé un mecanismo con participación de cada Parte para el gobierno de su ejecución, de manera que no hay delegación para incurrir en gastos o que éstos se entiendan autorizados previamente; en el contrato analizado, y en la materia discutida, la intención y literalidad es clara en el sentido que los gastos han de contar con autorización previa, en función de las cuantías reglamentadas.

Para los Contratos no son susceptibles de reconocimiento aquellos gastos que se efectúen sin contar con autorización previa del comité correspondiente que permite exteriorizar la voluntad concurrente de las Partes del contrato de asociación, lo que no se opone a que existan erogaciones hechas por una de las Partes que impliquen beneficios para la operación o que le aparejen provecho y, en esa medida, puedan generar mejora cualitativa de las condiciones de desempeño del contrato, es decir, que existe la posibilidad para que las partes de manera autónoma ejecuten actos o incurran en gastos que, en términos objetivos, agreguen habilidades a la operación o la enriquezcan, pero que por carecer de autorización permiten a la otra Parte la configuración de negativa para la asunción o el reconocimiento de tales gastos frente a la normativa de Los Contratos, esto es, puede haber enriquecimiento o ventaja o mejora en la capacidad agregada de la operación del contrato y ello habilita legítimamente a la otra Parte para que no los reconozca por la ausencia de autorización previa la que, además, no se erige en causa de conversión del gasto en canon de arrendamiento.                        

En resumen el Panel aprecia que las Partes participan en los gastos de Los Contratos, siempre que sean el resultado de previas autorizaciones, así tales erogaciones generen provecho para la operación del Contrato de Asociación y que la carencia de autorización no transforma a un gasto propio de una de las Partes en fundamento para el cobro de canon de arrendamiento, a la luz de la cláusula 23 previamente transcrita o del numeral 22.2. de la cláusula vigésima segunda de los contratos.    

2.3.4. DECISIÓN: 

En merito de lo expuesto, este Panel determina que Ecopetrol no debe reconocer en favor del Operador el 50 % de la suma de US $324. 000 por concepto de los gastos denominados “Transformado la Base”, que corresponden a Costos Directos.                  

III. RESUMEN DE LAS DECISIONES DEL PANEL DE AMIGABLES COMPONEDORES.- 

En mérito de lo expuesto, y con arreglo a las facultades conferidas según Acuerdos de Amigable Composición de fecha 21 de octubre de 2005 celebrados entre Ecopetrol y BPXC, BP SANTIAGO OIL COMPANY y TEPMA, el Panel de Amigable Composición designado de común acuerdo por las partes y convocado para proferir decisión definitiva sobre los Desacuerdos surgidos en desarrollo de los Contratos de Asociación de “SANTIAGO DE LAS ATALAYAS”, “TAURAMENA” y “RIO CHITAMENA”, y “PIEDEMONTE”,  
D E C I D E:

A) DECISIONES DE LA MESA DE AMIGABLE COMPOSICIÓN EN CUANTO A LOS DESACUERDOS REFERIDOS AL CONTRATO DE ASOCIACIÓN DE “PIEDEMONTE”:
PRIMERA.- FRENTE AL DESACUERDO RELACIONADO CON EL TEMA DEL STAND BY PAUTO 1: 

1. PAUTO SUR B1: En mérito de lo expuesto, este Panel determina que la suma  de US $ 3.444.575 correspondiente a costos por el Stand by del RIG-165 generados durante el tiempo que transcurrió desde la fecha de cerramiento Pauto 1 hasta que estuvo disponible la locación del Pozo del Pauto Sur B1 debe incluirse como Costo Directo de Exploración en la Cuenta Conjunta y por virtud del Contrato Ecopetrol está obligada contractualmente a reembolsar el 50%. 

2. COSTOS DIRECTOS DE PAUTO 1: En mérito de lo expuesto, este Panel determina que los Costos Directos de Exploración originados en las operaciones del Pozo Pauto Sur B1 por el valor US $ 421.915 deben cargarse a la Cuenta Conjunta y ser reembolsados en un 50% por Ecopetrol . 

SEGUNDA.- FRENTE AL DESACUERDO RELACIONADO CON LOS COSTOS DE STAND BY POR SUSPENSIÓN DE CORPORINOQUIA: En mérito de lo expuesto, este Panel determina que los costos de Stand by originados en la suspensión de las operaciones de perforación del Pozo Floreña C3, como Costos Directos de Exploración, no deben ser reeembolsables en un 50% por Ecopetrol.

TERCERA.- FRENTE AL DESACUERDO RELACIONADO CON EL CONTROL ECOLOGICO: En mérito de lo expuesto, este Panel determina que Ecopetrol no está obligada contractualmente a reembolsar la suma de US $ 3.148.630 correspondiente al Control Ambiental de los Pozos Floreña C3 y Pauto Sur B1 del Contrato. 
B) DECISIONES DE LA MESA DE AMIGABLE COMPOSICIÓN EN CUANTO A LOS DESACUERDOS REFERIDOS A LOS CONTRATOS DE ASOCIACIÓN DE “SANTIAGO DE LAS ATALAYAS”, “TAURAMENA” Y “RIO CHITAMENA”.-  
PRIMERA.- FRENTE A CARGOS EXTEMPORÁNEOS: En mérito de lo expuesto, este Panel determina que con base en los Contratos Santiago de las Atalayas, Tauramena y Río Chitamena se debe incluir en la Cuenta Conjunta de estos la suma de US $ 3.722.997 correspondientes a gastos por nacionalización, fletes e inspección de materiales (cuenta “Burden” de brocas en consignación) y por estudios y trabajos previos a la construcción de sitios y vías de acceso para perforación de pozos de desarrollo (saldo AFES años 1992-1995). 

SEGUNDA.- MULTICICLONES: En merito de lo expuesto, este Panel determina que Ecopetrol no debe reconocer a favor del Operador la suma de US $ 699.454,95 por concepto del proyecto de Multiciclones.                

TERCERA.- TRANSFORMANDO LA BASE: En merito de lo expuesto, este Panel determina que Ecopetrol no debe reconocer en favor del Operador el 50 % de la suma de US $ 324. 000 por concepto de los gastos denominados “Transformado la Base”, que corresponden a Costos Directos.                  

En los anteriores términos se deja sentada la presente decisión, leída con la asistencia de los apoderados de las partes en diligencia surtida para el efecto y con la presencia del agente especial del Ministerio Público delegado para el trámite.

(SUSCRITO POR: MARGARITA RICAURTE DE BEJARANO, Coordinadora del Panel de Amigable Composición. JUAN PABLO CARDENAS MEJIA y ALEJANDRO VENEGAS FRANCO, Amigables Componedores, y HERNANDO HERRERA MERCADO como Secretario del Panel de Amigable Composición).
� Se modificó la cláusula de solución de diferencias y de Desacuerdos del Contrato de Asociación “Piedemonte”, adicionando el siguiente parágrafo transitorio:


Contrato de Asociación “Piedemonte”: “PARAGRAFO TRANSITORIO: Para efectos de solucionar los Desacuerdos de que trata el Acta del Decimosexto Comité Ejecutivo realizado el 18 de noviembre de 2003,  las partes se someterán a la decisión obligatoria de amigables componedores en los términos de ley.”


� Se modificaron las cláusulas de solución de diferencias y de Desacuerdos de los Contratos de Asociación Santiago de las Atalayas”, “Tauramena” y “Río Chitamena” adicionando el siguiente parágrafo transitorio:


1.1 Contrato de Asociación “Santiago de las Atalayas”: “PARAGRAFO TRANSITORIO: Para efectos de solucionar los desacuerdos de que trata el Acta del Quincuagésimo Octavo Comité Ejecutivo del 26 de marzo de 2004, las partes se someterán a la decisión obligatoria de amigables componedores en los términos de ley.”


1.2 Contrato de Asociación “Tauramena”: “PARAGRAFO TRANSITORIO: Para efectos de solucionar los desacuerdos de que trata el Acta del Quincuagésimo Quinto Comité Ejecutivo del 26 de marzo de 2004, las partes se someterán a la decisión obligatoria de amigables componedores en los términos de ley.”


1.3 Contrato de Asociación “Río Chitamena”: “PARAGRAFO TRANSITORIO: Para efectos de solucionar los desacuerdos de que trata el Acta del Quincuagésimo Primero Comité Ejecutivo del 26 de marzo de 2004, las partes se someterán a la decisión obligatoria de amigables componedores en los términos de ley.”


� Cláusula cuarta del Acuerdo en torno a la designación y nombramiento de los amigables componedores.


� Sentencia C-098 de 2001.


� Sobre los antecedentes de la figura es importante mencionar que la amigable composición ya se encontraba contemplada dentro de la reglamentación del Código de Procedimiento Civil (Decretos 1400 y 2019 de 1970) al prever en el artículo 677, luego tomado por el artículo 51 del Decreto 2279 de 1989, que señalaba que en las controversias susceptibles de transacción que surgieran entre personas capaces de transigir, podían los interesados someter sus diferencias a amigables componedores. 


� Sentencia T-017 de 2005.


� Sentencia SU 091 de 2000.


� Sentencia T-017 de 2005.


� Corte Constitucional Sentencia C-994 de 2001.


� Se resalta que el “joint venture” no es un tipo autónomo de contratación petrolera, sino una figura en la cual el contrato de asociación encuentra su génesis y de la cual adopta sus rasgos principales.


� A diferencia del “Equity Joint Venture”, donde las partes constituyen una sociedad como tal para desarrollar el objeto del contrato, en materia petrolera en Colombia prevalece el “Contractual Joint Venture”, en el cual las partes no configuran sociedad o corporación alguna.


� Artículo 37 de la ley 153 de 1887: En todo contrato se entenderán incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración.





� De los convenios sometidos al Panel de Amigables Componedores, sólo los de Santiago de la Atalayas y Río Chitamena consagraron cláusula de caducidad, en tanto que Piedemonte y Tauramena no la consagran.


� En esa oportunidad sostuvo el H. Consejo de Estado: “Por lo demás, la legislación comercial colombiana, también aplicable en este caso por disposición del artículo 20 numeral 16 del Código de Comercio, que considera a las empresas explotadoras de recursos naturales como mercantiles, determina que, de conformidad con lo previsto por el artículo 869 ibídem, "la ejecución de los contratos celebrados en el exterior que deban cumplirse en el país, se regirá por la ley colombiana".


� Cabe anotar que similares disposiciones rigen hoy bajo la Ley 80 de 1993, la cual en su artículo 76 señala que los contratos de exploración y explotación de recursos naturales renovables y no renovables, “continuarán rigiéndose por la legislación especial que les sea aplicable.”


� No tendremos en cuenta las alegaciones de ECOPETROL que inicialmente cuestionan la razonabilidad de la decisión del Operador, aunque posteriormente -en el escrito del 30 de noviembre de 2005- se manifiesta: “… en ningún caso la motivación de los Desacuerdos fue –ni ha sido- que La Asociada o el Operador hayan pretendido ser remunerados o incluir en la Cuenta Conjunta gastos que no hubiese efectuado (desembolsado), como tampoco discutir la razonabilidad del comportamiento y decisiones adoptadas por la otra Parte como Asociada o como Operador.”


� M. BIANCA. Diritto Civile, 3 Il Contratto, Giuffre,Milano, 1998. Página 477.


� Franco Victoria Diego. Interpretación e Integración del Contrato. Universidad Externado de Colombia. Conferencia dictada el 3 de septiembre de 2001 en el Seminario Internacional Formación y Revisión del Contrato.


� Luis Diez Picazo. La Doctrina de los Actos Propios. Editorial Bosch, página 193.


� Tanto es así que la medida preventiva de la suspensión de la actividad era una sanción antes de la Ley 99 de 1993, según se deduce del artículo 217 del Decreto 1594 de 1984: “las sanciones podrán consistir en amonestación, multas, decomiso de productos o artículos; suspensión o cancelación de registros de los permisos de vertimiento o de la autorización sanitaria de funcionamiento-parte agua y cierre temporal o definitivo del establecimiento, edificación o servicio.”


� Genieve Viney en el Traité de Droit Civil bajo la dirección de Jacques Ghestin, Les Obligations. La Responsabilité. Conditions. EdLGDJ. 1982, página 726 y siguientes.


� Citada en los considerandos de la Resolución 0071 del 14 de febrero de 1997.


� Corte Constitucional. Sentencia C-1436 de 2000.


� Respuesta de ECOPETROL  a la pregunta formulada por el Panel de Amigables Componedores.


� En este sentido la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 5 de julio de 1983 (Magistrado Ponente Doctor Humberto Murcia Ballén)� expresó:


“Lo cual significa que cuando el pensamiento y el querer de los contratantes quedan escritos en cláusulas claras, precisas y sin asomo de ambigüedad, tiene que presumirse que esas estipulaciones así concebidas son el fiel reflejo de la voluntad interna de aquéllos, y que, por lo mismo, se torna inocuo cualquier intento de interpretación. Los jueces tienen facultad amplia para interpretar los contratos oscuros, pero no pueden olvidar que dicha atribución no los autoriza, so pretexto de interpretación, a distorsionar ni desnaturalizar pactos cuyo sentido sea claro y terminante, ni muchísimo menos para quitarles o reducirles sus efectos legales.”


� Sacco, L'interpretazione. Tratatto di Diritto Civile. Pietro Rescigno. Tomo 10. Utet, página 428.


� Jacques Ghestin, Christophe Jamin y Marc Billiau, Traité de Droit Civil. Les Effets du Contrat. 2a Ed. LGDJ, París 1994, páginas 28 y 29.


� Diez Picazo, Luis, Fundamentos de Derecho Civil Patrimonial. Ed Civitas Tomo I,, página 396; Ghestin, Jacques, Jamin, Christophe y Billiau, Marc, ob. cit. página 40.


� Sentencia del 7 de octubre de 1976, que reitera jurisprudencia anterior.


� Página 43 del documento de ECOPETROL del 27 de noviembre de 2005 y página 21 del documento de BPXC de la misma fecha. Así mismo. BPXC  acompaño copia de la respuesta a  la nota de auditoría en la que se indican las glosas presentadas.


� Comunicación del 18 de diciembre de 2003 enviada por ECOPETROL  a BPXC


� Comunicación de ECOPETROL del 7 de diciembre de 2004, comunicación de BPXC DEL 19 de diciembre de 2004 y concepto del experto contable.


� Actas del Quinto, del Noveno, del Decimo Sexto y del Vigesimo Comité Ejecutivo del Contrato de Asociación de Tauramena; así como, del  Quinto, del Decimo Segundo y del Decimo Sexto Comité Ejecutivo del Contrato de Asociación Rio Chitamena 


� Actas del Vigesimo Cuarto, del Vigesimo Octavo y del Trigésimo Comité Ejecutivo del Contrato de Asociación de Tauramena; asi como del  Vigésimo y del Vigésimo Cuarto  Comité Ejecutivo del Contrato de Asociación Rio Chitamena.


� Actas del Trigesimo Cuarto Comité Ejecutivo del Contrato de Asociación de Tauramena y del Trigesimo Comité Ejecutivo del Contrato de Asociación de Rio Chitamena.


� El numeral 11.3 de la cláusula décima primera del Contrato de Exploración y Explotación para el Sector Santiago de las Atalayas dispone que “Los programas y presupuestos tienen por objeto principalmente: a. Determinar las operaciones por realizar durante el año calendario siguiente; y b. Determinar los gastos e inversiones que el Operador está facultado para efectuar” (se subraya). Así mismo, el numeral 11.6 de la cláusula décima primera establece que “El Operador por su sola voluntad no iniciará ningún proyecto, ni cargará a la Cuenta Conjunta gastos no aprobados en el presupuesto que excedan la suma de Diez Mil Dólares (US$10.000) o su equivalente en moneda colombiana por proyecto o por trimestre” (se subraya). La cláusula 19, además de facultar al Comité Ejecutivo para aprobar el Presupuesto, lo faculta para “K. Autorizar al Operador  para celebrar contratos en nombre de la operación conjunta y cuyo valor exceda la suma de diez mil dólares ($10.000) o su equivalente en moneda colombiana.” (se subraya). Vale la pena aclarar que el numeral 11.6 de la cláusula décima primera y el literal K del numeral 19.3 de la cláusula décima novena de este contrato fueron modificados por Otrosí suscrito el 28 de abril de 1995, protocolizado por Escritura Pública No 2396 del mismo año de la Notaría 42 del Circulo de Bogota, en el sentido de incrementar el valor allí previsto a doscientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América (US$250.000). En este mismo Otrosí se estipuló que “El anexo B de EL CONTRATO se sustituye en su totalidad por el Anexo B ‘ACUERDO DE OPERACIÓN’ pactado en la fecha o que se convenga en el futuro del contrato de asociación Tauramena celebrado entre ECOPETROL, BP, TOTAL y TRITON”.


� El numeral 11.3.2 de la cláusula décima primera de este Contrato dispone “Los programas y presupuestos tienen por objeto principalmente:… 11.3.2. Determinar los gastos e inversiones que el Operador está facultado para efectuar” (se subraya). El numeral 11.5 de la misma cláusula establece: “El Operador efectuará todos los gastos e inversiones y llevará a termino las operaciones de desarrollo y producción de acuerdo a los programas y presupuestos a que se refiere la Cláusula décima primera (numeral 11.1), sin exceder en diez por ciento (10%) el presupuesto total para cada año, salvo autorización de las partes para casos especiales.” (se subraya) El numeral 11.6  establece: “El Operador por su sola voluntad no iniciará ningún proyecto, ni cargará a la Cuenta Conjunta gastos no aprobados en el presupuesto que excedan la suma de Cuarenta Mil Dólares (US$40.000) o su equivalente en moneda colombiana por proyecto o por trimestre” (se subraya). La cláusula décima novena igualmente señala la función del Comité Ejecutivo de aprobar el presupuesto y en su numeral 19.3.11 establece “Autorizar al Operador  para celebrar contratos en nombre de la operación conjunta y cuyo valor exceda la suma de cuarenta mil dólares de los Estados Unidos de América ($40.000) o su equivalente en moneda colombiana.” (se subraya) Así mismo, el numeral 30.3 de la cláusula trigésima establece: “Del valor de los gastos en que incurra y los contratos que celebre el Operador por cuantía superior a cuarenta mil dólares de los Estados Unidos de América (US$40.000) o su equivalente en pesos colombianos sin que oportunamente hubieran sido autorizados por el Comité Ejecutivo, salvo los supuestos regulados en la Cláusula décima primera (numeral 11.7), el único responsable ante terceros será el Operador, quien por tanto, asumirá la totalidad del valor correspondiente. Cuando el gasto en cuestión sea aceptado por el Comité Ejecutivo, se reconocerá al Operador el valor de la obra, estudio o compra, de acuerdo con las pautas que definirá el Comité Ejecutivo. En caso de que el gasto o bien no sea aceptado por Comité Ejecutivo, el Operador, de ser posible, podrá retirar el bien en cuestión reembolsando a los socios cualquier costo que su retiro pueda ocasionar a la operación. Cuando no sea posible que el Operador retire tales bienes o éste decline hacerlo el beneficio o incremento patrimonial resultante de estos gastos o contratos, pertenecerá a las Partes en proporción a su interés en la operación”. (se subraya). Es pertinente señalar que por Otrosí firmado el 28 de abril de 1995, protocolizado por Escritura Pública No 2395 del 6 de junio 1995 de la Notaría Cuarenta y Dos del Círculo de Bogotá, D.C., se modificaron los numerales 11.6 de la Cláusula 16, 19.3.6 y 19.3.11 de la Cláusula décima novena y 30.3. de la Cláusula trigésima, en el sentido de incrementar las cuantías allí previstas a doscientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América (US$250.000).


� Cláusula vigésima segunda:


“22.4 El Operador presentará mensualmente a las partes, y dentro de los treinta (30) días calendarios siguientes a la terminación de cada mes, un estado mensual en el cual mostrará las sumas anticipadas, los gastos efectuados, las obligaciones pendientes, y un informe de todos los cargos y créditos hechos a la Cuenta Conjunta, informe que se elaborará de acuerdo con el Anexo B…


“…


“22.7. Los estados mensuales de cuenta de que trata la Cláusula 22.4 podrán ser revisados u objetados por cualquiera de las partes hasta un año después de la terminación del año calendario a que corresponden, especificando claramente las partidas corregidas u objetadas y la razón correspondiente. Cualquier cuenta que no haya sido corregida u objetada dentro de este período se considerará final y correcta.”


� “22.4 El Operador presentará mensualmente a las partes, y dentro de los treinta (30) días calendarios siguientes a la terminación de cada mes, un estado mensual en el cual mostrará las sumas anticipadas, los gastos efectuados, las obligaciones pendientes, y un informe de todos los cargos y créditos hechos a la Cuenta Conjunta, informe que se elaborará de acuerdo con el Anexo B…


“…


“22.7. Los estados mensuales de cuenta de que trata la Cláusula vigésima segunda (numeral 22.4) podrán ser revisados u objetados por cualquiera de las partes hasta dos (2) años después de la terminación del año calendario a que corresponden, especificando claramente las partidas corregidas u objetadas y la razón correspondiente. Cualquier cuenta que no haya sido corregida u objetada dentro de este período se considerará final y correcta.”





�Paul Esmein en el Traité Practique de Droit Civil Francais. Tome VI, número 109, señala que el silencio tiene valor de consentimiento, además de los casos previstos por la ley, cuando es circunstanciado, como por ejemplo en razón de un acuerdo anterior de los interesados. En sentido semejante: François Terré, Philippe Simler, Ives Lequette. Droit Civil. Les Obligations. 9ª Dalloz. 2005, número 124.  Jacques Ghestin. Traite de Droit Civil. Le Contrato. Formation. Ed LGDJ. 1980, número 295 y siguientes.


� Cláusula cuarta, numeral 4.17, el Operador es “la persona designada por las Partes para que, por cuenta de éstas, lleve a término  directamente las operaciones necesarias para explorar y explotar el Petróleo que se encuentre en el Área Contratada”. A él le corresponde “la obligación de realizar todas las operaciones de desarrollo y producción de acuerdo con las normas y prácticas industriales  conocidas…” 


� Esta norma proviene del Código de Comercio Terrestre de 1887. La norma tiene como antecedente el Código de Comercio Chileno (artículo 120) del siglo XIX. Dicha norma se encuentra igualmente en diversos Códigos de Comercio Latinoamericanos. Tal es el caso del código venezolano (artículo 120).


� El artículo 266 del Código de Procedimiento Civil Italiano dispone respecto de la cuenta que una parte ha aprobado, que se puede pedir su revisión en caso de error material, omisión, falsedad  o duplicación de partidas.


� El Código Civil Francés dispone en su artículo 1269 que ninguna demanda de revisión de cuentas es aceptable salvo cuando ella se presenta para corregir un error, omisiones o presentaciones inexactas


� Señala Francesco Paolo Luiso (expresión Rendiconto. Enciclopedia de Diritto. Tomo 39., página 805, ed Giuffré)que estas disposiciones tienen como antecedente una regla análoga contendida en la Ordenanza sobre procedimiento dictada por Luis XIV. Igualmente la regla era conocida en el derecho español, ver al respecto: Joaquín Escriche Diccionario Razonado de Legislación y Jurisprudencia. 9a Ed Librería de la vda de Ch. Bouret Paris –M Mexico1931, vocablo finiquito, página 691


� Jacques Ghestin. Traité de Droit Civil. Les Obligations. Le Contrato. Ed LGDJ. 1980, número 309. 


� Esta es la posición del derecho francés y la tendencia del derecho comparado. Ghestin. Ob. Cit., número 398. Igualmente los Principios de Contratación Comercial Internacional excluyen la posibilidad de invocar el error cuando es causada por culpa grave (artículo 3.5)


� Así por ejemplo en auto del 26 de mayo de 2005. RADICACION No: 63001233100020020056101 (26096) se expresa por la Sección Tercera del Consejo de Estado : “Con base en esos parámetros, para decidir en cuál jurisdicción recae la competencia para resolver la demanda que la sociedad Mercados de Armenia S.A. "MERCAR S.A." ha promovido contra el consorcio Toro y San Juan, es del caso establecer si una de tales personas se encuentra dentro de las descripción de entidad estatal a que se refiere el artículo 2º de la ley 80 de 1993”. Así mismo en sentencia del 20 de abril de 2005  (Expediente:14.519 3243), citando jurisprudencia anterior,  el Consejo de Estado expresó: ”Es claro entonces, que aún en el evento en que el régimen jurídico de los contratos de una entidad estatal sea uno especial o el del derecho privado, si expresamente la ley no dispone nada en contra, es la jurisdicción de lo contencioso administrativo la encargada de dirimir las controversias que surjan de tal relación negocial, aplicando como regla de fondo ese régimen especial o el de derecho privado, según el caso. “ 


� En relación con el rubro de Gastos de nacionalización, fletes e inspección de materiales (cuentas Burden) US$ 1.281.759 expresó:


“Es costumbre en la industria del petróleo y más específicamente en Colombia que los gastos de nacionalización, fletes e inspección de materiales se cargan todos a una cuenta transitoria que se maneja en la contabilidad y/o AFE propio del operador denominada flete y manejo, y mediante un procedimiento de distribución que se revisa periódicamente se establece el porcentaje que se debe aplicar sobre el costo de los equipos, brocas  y/o materiales al momento mismo de ser utilizados y/o cargados a algún proyecto especifico, para posteriormente ser facturado a los socios.


“Las cuentas transitorias se manejan en la contabilidad propia de cada operador, no en cuentas de la operación conjunta


“En el caso que nos ocupa el hecho que originó que estos cargos no hubieran sido oportunamente registrados en las cuentas de la operación conjunta obedece a la diferencia entre el porcentaje real que debió ser aplicado por flete y manejo y el estimado aplicado por BP. Lógicamente que el porcentaje aplicado por BP fue inferior al real que debió  aplicarse razón por la cual se fueron acumulando en estos AFES costos que por falla del operador solamente fueron detectados y distribuidos en el año 2000 a las cuentas de los asociados.”


Así mismo en relación con los estudios y trabajo previos a la construcción de sitios y vías de acceso para perforación de pozos de desarrollo. US$ 2.441.238


“Por la dinámica misma de la industria es natural que mientras se surten todos los tramites de índole legal y presupuestal, el costo de los estudios y/o trabajo en general  previos a la apertura oficial de un AFE y/o proyecto, se carga a un AFE o cuenta 100% del operador, para posteriormente ser trasladados a las cuentas de la Asociación.


“Al igual que en el caso anterior el operador no trasladó de manera oportuna  cargos de las vigencia 1992 a 1995 a las cuentas de la asociación, solamente lo hizo en el año 2000, año en el cual distribuyó el costo registrado en sus cuentas a los proyectos cuyos costos previos habían originado la correspondiente acumulación.”


� Actas del Vigesimo Cuarto, del Vigesimo Octavo y del Trigésimo Comité Ejecutivo del Contrato de Asociación de Tauramena; asi como del  Vigésimo y del Vigésimo Cuarto  Comité Ejecutivo del Contrato de Asociación Rio Chitamena.


� Actas del Trigesimo Cuarto Comité Ejecutivo del Contrato de Asociación de Tauramena y del Trigesimo Comité Ejecutivo del Contrato de Asociación de Rio Chitamena.


� Dichos gastos incluyen el valor de los equipos, trabajos de ingeniería necesarios para su instalación y construcción.


� Se adquirieron originalmente cuatro Multiciclones y luego, como consecuencia de la incineración de uno de ellos, se sustituyó el averiado, todo para un total de US$ 1.699.454.95.


� “Operación conjunta: Las actividades y obras ejecutadas o en proceso de ejecución en nombre de las Partes y por cuenta de éstas”.


� “Operación conjunta: Las actividades y obras ejecutadas o en proceso de ejecución en nombre de las Partes y por cuenta de éstas”.


� “Operación conjunta: las actividades y obras ejecutadas o en proceso de ejecución en nombre de las partes y por cuenta de éstas”.


� “Desde cuando se acepte por las Partes la existencia de un campo comercial y con sujeción a las disposiciones de la cláusula 5 (numeral 5.2) y de la cláusula 13 (numerales 13.1 y 13.2), la propiedad de los derechos o interés en la operación del área contratada, quedará dividida así: ECOPETROL cincuenta por ciento y la asociada cincuenta por ciento. De allí en adelante todos los gastos, pagos, inversiones, costos y obligaciones que se efectúen y contraigan para el desarrollo de las operaciones, de conformidad con este contrato, y las inversiones hechas por la asociada antes y después del reconocimiento de un campo comercial, en la perforación y terminación de los pozos que hayan resultado productores dentro del campo, serán cargados a la Cuenta Conjunta. Salvo lo previsto en las cláusulas 14 (numeral 14.3) y 21, todas las propiedades adquiridas o utilizadas de allí en adelante para el cumplimiento de las actividades de la operación del campo comercial serán pagadas y pertenecerán a las Partes, en la misma proporción descrita en esta cláusula”.


� Comunicación de fecha 20 de enero de 2000 de Ecopetrol dirigida a BPXC, se afirma que el Operador solicitó en 1998 y Ecopetrol dio aprobación a una partida de un millón de dólares para adquirir cuatro Multiciclones con destino al campo de Cupiagua.


� “El operador queda autorizado para efectuar gastos imputables a la Cuenta Conjunta y sin previa autorización del Comité Ejecutivo, cuando se trate de medidas de emergencia que tiendan a salvaguardiar el personal o la propiedad de las Partes, gastos de emergencia originados en incendios, inundaciones, tormentas u otros desastres … ”


1 “Desde cuando se acepte por las Partes la existencia de un Campo Comercial y con sujeción a las disposiciones de la cláusula 5 (numeral 5.2) y de la cláusula 13 (numerales 13.1 y 13.2), la propiedad de los derechos o interés en la operación del área contratada, quedará dividida así: ECOPETROL cincuenta por ciento (50%) y la Asociada cincuenta por ciento (50%). De allí en adelante todos los gastos, pagos e inversiones, costos y obligaciones que se efectúen y contraigan  para el desarrollo de las operaciones, de conformidad con este contrato, y las inversiones hechas por la Asociada antes y después del reconocimiento de un campo comercial, en la perforación y terminación de los pozos que hayan resultado productores dentro del campo, serán cargados a la Cuenta Conjunta. Salvo lo previsto en las cláusulas 14 (numeral 14.3) y 21, todas las propiedades adquiridas o utilizadas de allí en adelante para el cumplimiento de las actividades de la operación del campo comercial serán pagadas y pertenecerán a las Partes, en la misma proporción descrita en esta cláusula”.


� “Tal como lo reconoce y manifiesta el operador… el proyecto Transformando la Base no fue puesto a consideración de ECOPETROL para su respectiva aprobación. Con base en lo anterior, el operador adelantó un gasto por su liberalidad y sin que oportunamente haya sido aprobado por ECOPETROL. Por tal motivo es el único responsable ante terceros y asumirá la totalidad del valor correspondiente”, se afirma en la comunicación de ECOPETROL con fecha 16 de diciembre de 2002, distinguida con el número 0260, dirigida a BPXC.


� Misiva BPECP 00116 del 1 de noviembre de 2002, según documento de apoderados de Ecopetrol de fecha noviembre 22 de 2005, página 39.


� “Este cambio hizo que el operador omitiera involuntariamente la presentación del proyecto a ECOPETROL”, se lee en comunicación de fecha 1 de noviembre de 2002 que BPXC dirigió a Ecopetrol.


� “Cláusula 23 Tablas de Tarifas


23.1 Con sujeción a las limitaciones descritas anteriormente, los servicios prestados a la operación conjunta por instalaciones de propiedad exclusiva de ECOPETROL o la Asociada, serán cargados a las tarifas correspondientes, a fin de permitir la recuperación de los costos reales. Dichos costos deberán incluir los costos normales de trabajo, sueldos, prestaciones sociales, depreciación y otros gastos de operación, teniendo en cuenta lo siguiente:


…. …. ….





“23.2 Tarifas para alquiler de equipos y herramientas


El procedimiento para calcular la tarifa de arrendamiento para equipos y herramientas de propiedad de las Partes, excluyendo equipos de perforación y equipos mayores cuyas tarifas deben ser calculadas en forma separada y aprobadas por el Comité Ejecutivo, comprenderá un valor por depreciación más un valor por mantenimiento y se procederá de la siguiente forma …”





2

